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LABORAL Nº40 JULIO 2015

SALUDA

Estimados/as compañeros/as:

Nuestra Revista “Laboral” me da la 
oportunidad de hacer una valoración sobre el 
I ENCUENTRO ANDALUZ DE LA INSPECCION 
DE TRABAJO Y LOS GRADUADOS SOCIALES 
celebrado el pasado 25 de junio en nuestra 
ciudad, organizado por el Consejo Andaluz 
de Colegios Oficiales de Graduados Sociales 
en colaboración con el Colegio Oficial de 
Graduados Sociales de Málaga y Melilla. 
El encuentro tuvo lugar en el salón de actos 
de UNICAJA, a la que desde estas líneas, 
reiteramos el agradecimiento de la cesión del 
mismo.

De este primer encuentro entre ambas 
instituciones, destacaría la decisión del Consejo 
Andaluz en favorecer estas iniciativas así como 
continuarlas anualmente, un compromiso ya 
adquirido en el acto inaugural de esta primera 
edición. 

Incidir en la amplia participación, con la 
asistencia de más de 250 profesionales,  
entre los que se encontraban Inspectores y 
Subinspectores de Trabajo, todos los Jefes 
de la Inspección a nivel andaluz, Graduados 
Sociales venidos de todos los puntos de 
Andalucía, así como, miembros del pleno del 
Consejo Andaluz de Graduados Sociales. A 
pesar de la buena asistencia, animo a todos 
los compañeros para que no dejen de acudir 
a cualquier convocatoria que haga el Colegio, 
ya que la asociación, la comunidad hace la 
fuerza y tenemos que estar unidos para que 
nuestro colectivo de Graduados Sociales se 
haga oír y este presente en todos los foros.
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REVISTA DEL COLEGIO OFICIAL DE GRADUADOS SOCIALES DE MÁLAGA Y MELILLA 

SALUDA

Con respecto al formato de este encuentro, me parece  
acertado, ya que ha habido dos Mesas Redondas, con 
temas actuales y de bastante interés para los Graduados 
Sociales, una sobre “Registro de Jornada” y el otro sobre 
la “Inaplicación y la Ultraactividad de los Convenio”. 
Cada una de ellas contaba con un moderador y dos 
ponentes, uno por parte de la ITSS y el otro un Graduado 
Social. La participación de los asistentes en el debate fue 
muy interesante, aunque me quedo con la de un Inspector 
de Trabajo que estaba entre los asistentes, el cual toma la 
palabra para discrepar sobre la interpretación que había 
hecho su compañero Inspector sobre el “Registro de 
Jornada”. Esto nos da una idea de lo ilustrativo que pueden 
ser estos encuentros. Humildemente y como un Graduado 
Social más, entiendo que este tipo de “encuentros” con 
las entidades y organismos que nos competen,  deben de 
ser potenciados, tanto por el Consejo Andaluz, como por 
todos los Colegios Provinciales.  

También  ha sido muy acertado que en este I Encuentro, 
el Consejo Andaluz distinguiera con la Medalla de Oro 
al Merito Profesional a D. Víctor de Santos Sánchez, 
por la excelente labor llevada a cabo en la Dirección 
Territorial de la ITSS, así como por sus méritos en pro del 
colectivo de los Graduados Sociales. 

Quiero terminar este saluda, felicitando al Consejo 
Andaluz por esta iniciativa, con el ruego de que la 
mantenga en el tiempo, y por haberle concedido 
a Málaga la celebración de este I Encuentro;  a  los 
ponentes por las magníficas intervenciones, y como no, 
reiterar mi enhorabuena a D. Víctor de Santos por tan 
merecida distinción.

IDENTIDAD 
LABORAL
LABORAL es una revista que 
edita trimestralmente el Colegio 
Oficial de Graduados Sociales 
de Málaga y Melilla, dirigida 
esencialmente a sus colegiados 
con el objetivo de tender un 
puente de comunicación entre 
los mismos. 

Laboral desea basar su 
contenido en el respeto a 
la libertad intelectual de 
sus colaboradores y en la 
participación crítica de sus 
lectores, con la finalidad de 
crear un espacio abierto al 
debate profesional.

La revista aspira a  ser 
transmisora de la situación 
social y laboral actual, por lo 
que se pone a disposición de 
todo aquel que desee aportar 
sus trabajos sobre dichos 
temas, pudiendo realizarse los 
envíos de documentación al 
Gabinete de Comunicaciones 
del Colegio, indicando el 
nombre y apellidos del autor.

Laboral no se hace responsable 
del contenido de los artículos ni 
obligatoriamente se solidariza 
con las opiniones expresadas 
por sus colaboradores.

JOSÉ ALMIRÓN SANTIAGO
Secretario General 
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ACTUALIDAD
COLEGIAL

Fruto del acuerdo de colaboración firmado entre esta 
corporación de derecho público y la empresa DABO 
CONSULTING los Graduados Sociales de Málaga y 
Melilla ya pueden beneficiarse de un importante paquete 

de productos y servicios con condiciones especiales. 

Esta oferta de prestaciones va unida a un asesoramiento 
integral para optimizar el ejercicio de la actividad 
profesional de nuestros colegiados.

FIRMA CONVENIO DABO CONSULTING

CONVENIO SANTANDER JUSTICIA

Desde 2011 esta entidad colabora con el Colegio en actos, jornadas y eventos. Recientemente ha lanzado al mercado la 
nueva Cuenta 1|2|3 con objeto de potenciar la oferta Justicia. En la imagen los protagonistas del acuerdo tras la firma. 

Mónica López, Ramón Moreno, Juan Fernández, José Martínez de Pinillos, Eduardo Ruiz y Andrés Cabezas

Tras la firma apretón de manos entre Rafael Pozo, Juan Francisco Pedrosa, Juan Fernández y Jesús Gea
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Andrés Cabezas y Agustín del Castillo tuvieron la ocasión 
de hablar con los alumnos de bachillerato del colegio 
Sagrado Corazón de Málaga sobre la profesión de 
Graduado Social dentro de una jornada de orientación 
profesional organizada por el centro. 

Alrededor de 150 alumnos participaron activamente en 

las charlas que se dividieron en 12 talleres en los que se 
explicó la actividad de  enfermeros, médicos, informáticos, 
investigadores, economistas, etc…

Según la directora del centro, Carmen Murciano, la 
acogida ha sido tan buena que ya preparan la segunda 
edición de este taller.

El 4 de junio Málaga  celebraba una jornada conmemorativa  
para recordar los 25 años de mediación que las diferentes 
asociaciones y entidades tanto públicas como privadas 
han venido desarrollando durante este tiempo. 

Durante toda la jornada, pudimos visitar una exposición 
de los bocetos, pinturas e ilustraciones que, con motivo de 
las bodas de plata del trabajo en mediación ha realizado 

Jorge Sanabre, así como asistir a la conferencia de Trinidad 
Bernal Samper.  

La organización corrió a cargo de Solucion@ con la 
colaboración del Colegio de Psicología, y el de Graduados 
Sociales así como las asociaciones Mediara, APSide y 
Atyme.

REVISTA DEL COLEGIO OFICIAL DE GRADUADOS SOCIALES DE MÁLAGA Y MELILLA 

ACTUALIDAD
COLEGIAL

TALLER DE ORIENTACIÓN PROFESIONAL

EL CONSEJERO DE JUSTICIA VISITA LA SEDE COLEGIAL

Andrés Cabezas y Agustín del Castillo participaron en este taller que tuvo lugar el 28 de mayo en una de las aulas 

El ministro firma en el libro de honor del colegio 
Imagen de la jornada inaugural en la que 

participaron más de 100 invitados 
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ACTUALIDAD
COLEGIAL

A DEBATE LA FLEXIBILIDAD 
LABORAL DE LOS TRABAJADORES 
Y LA MODIFICACIÓN DE  
CONVENIOS COLECTIVOS

Por primera vez, más de 300 
Graduados Sociales de Andalucía se 
dan cita en Málaga con la dirección 
de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social de la Comunidad 
Autónoma.

De especial utilidad para el sector 
empresarial y los Graduados 
Sociales de Andalucía ha sido este 
primer encuentro que coloca a 
Málaga en el epicentro del debate 
sobre la Reforma Laboral y dos de 
sus consecuencias más discutidas: 
la flexibilidad del trabajador y 
la modificación de los convenios 
colectivos.

MÁLAGA, SEDE DEL PRIMER ENCUENTRO ANDALUZ ENTRE LA INSPECCIÓN 
DE TRABAJO Y LOS GRADUADOS SOCIALES

La Junta de Gobierno del Colegio de Málaga, casi al completo, asiste a la inauguración

Vista general del salón del congreso
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REVISTA DEL COLEGIO OFICIAL DE GRADUADOS SOCIALES DE MÁLAGA Y MELILLA 

ACTUALIDAD
COLEGIAL

Esta jornada de trabajo, organizada por el Consejo Andaluz 
de los Graduados Sociales se celebraba en Málaga el 
25 de junio y contó con la presencia de Inspectores y 
Subinspectores llegados de toda la Comunidad Autónoma 
Andaluza.

La inauguración estuvo presidida por el presidente del 
Consejo Andaluz, Esteban Sánchez Montoya y el director 
territorial de la ITSS, Víctor de Santos Sánchez, quién fue 
distinguido con la Imposición de la Medalla al Mérito 
Profesional en su categoría de Oro.

Juan Fernández en el centro moderó la mesa en la 
que participaban Eugenio Santa-Bárbara y Miguel 

Ángel Tortosa

El homenajeado junto a los miembros de Junta de Gobierno de los Colegios Andaluces

El presidente del Consejo Andaluz, José Esteban 
Montoya junto a Víctor de Santos tras recibir la 

Medalla de Oro al Mérito Profesional
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ACTUALIDAD
COLEGIAL

ACTOS EN 
HONOR DEL 
PATRÓN 
SAN JOSÉ 
ARTESANO

MISA 
CONMEMORATIVA
El 7 de mayo la Iglesia de 
los Santos Mártires acogía la 
misa en honor del patrón de 
los Graduados Sociales, San 
José Artesano y la tradicional 
ofrenda floral a los Sagrados 
Titulares, María Santísima de la 
O y Nuestro Padre Jesús de la 
Columna.

Foto de familia ante los  Sagrados Titulares tras la ofrenda floral

Imagen general de la basílica durante la misa



11

LA JURA O PROMESA DE 
NUEVOS COLEGIADOS 
La misa era el preludio de lo que 
ocurría el 15 de mayo en la Sala del 
Jurado de la Audiencia Provincial de 
Málaga.  Y es que, sin duda, la Jura 
o Promesa de los nuevos colegiados –
treinta y cinco este año- es el evento 
más importante de esta corporación de 
derecho público. No solamente porque  
se trata de un requisito indispensable 
de acatamiento de la Constitución y 
del resto del ordenamiento jurídico y 
de fiel cumplimiento de los deberes 
de la profesión de Graduado Social, 
colectivo que se rige por los principios 
de ética, honestidad, dignidad, 
interés del cliente, secreto profesional, 
función social e independencia. 
También porque damos la bienvenida 
a nuevos compañeros y compañeras 
que recibimos con los brazos abiertos, 
dispuestos a prestarles toda la ayuda 
y el apoyo que necesiten, esperando 
que sientan esta institución como suya 
y con el deseo de poder transmitirles 
que el Colegio lo hacemos entre todos 
y todas. 

La mesa presidencial que recibió a los nuevos compañeros estaba 
formada por el juez decano, José María Páez Virel; el presidente 
de la Sala de lo Social del TSJA, Javier Vela Torres; el presidente de 
nuestro colegio, Juan Fernández Henares; el presidente del Consejo 
Andaluz de Graduados Sociales, Esteban Sánchez Montoya; la 
secretaria coordinadora de la Audiencia Provincial, Trinidad Melgar 
Salvago y el secretario del Colegio, José Almirón Santiago

Más de de 200 invitados nos acompañaron en  la Sala del Jurado 
durante el solemne acto

Los nuevos colegiados posan para familiares y amigos junto a las autoridades

REVISTA DEL COLEGIO OFICIAL DE GRADUADOS SOCIALES DE MÁLAGA Y MELILLA 

ACTUALIDAD
COLEGIAL



12

LABORAL Nº40 JULIO 2015

ACTUALIDAD
COLEGIAL

La jornada continuó en el Hotel NH 
de la capital con un almuerzo que 
vino precedido por la imposición de 
Medallas al Mérito Colegial en la 
categoría de Oro, Plata y Bronce.  
Cincuenta y siete hombres y mujeres 
que recibían la máxima distinción 
colegial por su dedicación y una 
intensa carrera profesional que han 
vivido como testigos privilegiados 
de la historia de Málaga y Melilla, 
por ejemplo, la reorganización 
de las relaciones económicas y 
laborales, el grado más alto de la 
industrialización, la incorporación 
de las nuevas tecnologías, la plena 
inserción laboral de los inmigrantes 

y el aumento de la competitividad 
de los mercados además de los 
continuos cambios normativos del 
derecho laboral y de la seguridad 
social.

De este modo, el Colegio de 
Graduados Sociales de Málaga y 
Melilla, con cuarenta y nueve años de 
historia, agasaja a sus compañeros y 
compañeras más veteranos, haciendo 
público su tesón y p oniendo en valor 
la importancia de esta profesión 
y de los Graduados Sociales en 
la construcción de una sociedad 
respetada, moderna y solidaria en la 
que los principios de Paz  y Justicia 
Social deben prevalecer.

IMPOSICIÓN DE DISTINCIONES 

Jorge Abril, María Rosario Guerado y Magdalena Herrera
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José Rueda, María Gloria Fernández y Luis Jorge Martín 

Alfonso Urbano, Eduardo Ruiz, Ana Rosa del Águila, Pedro Toledo y Dolores Bejarano

José Antonio Vega con su familia y amigos 
acompañado por José Antonio Molina y su esposa

Plácido Mira hijo, Jesús Miguel Cervantes y su novia, 
Francisco Rosado y Plácido Mira

REVISTA DEL COLEGIO OFICIAL DE GRADUADOS SOCIALES DE MÁLAGA Y MELILLA 

ACTUALIDAD
COLEGIAL
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INSTITUCIONAL

Juan Fernández Henares ofreció una 
conferencia sobre la profesión en la 
que insistió en la necesidad de que 
los alumnos formen parte del colegio 
durante su etapa docente y después como 
profesionales afirmando que “estamos muy 
interesados en vuestra formación porque 
la profesionalidad en vuestro trabajo hará 
que el colegio y nuestro colectivo siga 
creciendo y mejorando”.  

Desde el colegio se mantienen estrechos lazos 
de colaboración tanto con la universidad  
como con la cátedra de empleo y la FEST. 
En este punto, además de “Aula Práctica. 
Graduado Social”; las prácticas no 
remuneradas en despachos profesionales 
y las charlas formativas se unen nuevas 
iniciativas como que “los alumnos de cuarto 
grado acompañen a los graduados sociales 
en el Servicio Gratuito de Orientación 
Jurídico –Laboral ubicado en la Ciudad 
de la Justicia y vivan en primera persona 
la atención real al cliente que solicita 
información y asesoramiento profesional.” 

La charla finalizaba recordando a los 
alumnos que “siempre habrá un graduado 
social para estar con vosotros en la primera 
atención del cliente, acompañaros a un 
juicio,  o resolver alguna duda. Todos 
somos compañeros”.

SIMULACIÓN DE JUICIO 
Exención de caducidad, falta de legitimación, 
exención procesal, parte actora, parte 
demandada. Estos son solo algunos de los 
términos que los alumnos participantes en 
esta simulación pudieron escuchar y a la vez 
aprender su significado. La recreación de los 
juicios por cantidad y por despido se celebró 
con todos los detalles posibles: situación del 
estrado y de las mesas donde se sientan los 
intervinientes, así como el uso de toga y la 
recreación de casos reales de la sala de lo 
social de Málaga. Los alumnos pudieron 
preguntar y participar en todo momento. 

En la imagen, un momento de la simulación en la que participaron  Eduardo Ruiz, Francisco Silva, Juan Fernández y Sergio Bautista 

LOS GRADUADOS SOCIALES PRESENTES EN LA SEMANA CULTURAL 
DE LA FEST CON UNA CONFERENCIA Y DOS SIMULACIÓNES DE 

JUICIOS EN LA QUE PARTICIPAN LOS ALUMNOS
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INSTITUCIONAL

El candidato a la alcaldía de Málaga por esta formación Martín de la Herrán junto al coordinador de partido, Pablo Ruiz 
Lorenzo visitaron las instalaciones colegiales y se entrevistaron con buena parte de los miembros de la Junta de Gobierno 
interesándose por el colectivo y sus demandas. Tras más de una hora de conversaciones posaron para la prensa.

La presidenta de la Junta de Andalucía y secretaria general del PSOE de Andalucía, Susana Díaz, presentaba a María 
Gámez, candidata socialista a la Alcaldía de Málaga, en la conferencia-coloquio organizada por Nueva Economía. Aquí 
la vemos tras la intervención junto a Pedro Toledo y Sergio Bautista. 

UPYD VISITA SEDE  COLEGIAL

SUSANA DÍAZ ACUDE A MÁLAGA PARA ARROPAR A SUS CANDIDATOS 
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INSTITUCIONAL

ENCUENTRO CON EL 
MINISTRO DE SERVICIOS 
SOCIALES
El VI Foro Cope ha contado con la participación 
como invitado conferenciante del ministro 
de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 
Alfonso Alonso Aranegui. Más de un centenar 
de representantes de la vida política, social y 
económica de Málaga se dieron cita en este 
evento. Rafael Pozo Sánchez tuvo la ocasión 
de saludarlo y hablarle del colectivo de 
Graduados Sociales de Málaga y Melilla

ANTONIO FERNÁNDEZ DÍAZ 
“FOSFORITO” 
ÉXITO DE LA CONFERENCIA DE FOSFORITO.

En el salón de actos del Museo Carmen Thyssen Málaga 
tuvo lugar, dentro de los actos conmemorativos del 120 
cumpleaños de la fundación del Colegio de Titulados 
Mercantiles, la conferencia pronunciada por  José 
Fernández Díaz, “Fosforito”, maestro del arte flamenco.

El cantaor y poeta, deleitó al público asistente, con una 
profunda y documentada conferencia sobre el Cante 
Flamenco. Partió desde las más profundas raíces del 
flamenco. Citó a Tartessos, los romanos,  hallazgos 
arqueológicos de una ánfora en la que aparecen las 
primitivas castañuelas. Insistió en que el flamenco es 
patrimonio de Andalucía. Citó a numerosos filósofos, 
poeta, escritores. Calificó a los cantaores como de 
“filósofos callejeros”.

FORUM EUROPA. 
TRIBUNA ANDALUCÍA
Aquí vemos al primer edil, Francisco 
de la Torre, junto a varios responsables 
de Colegios Profesionales tras 
su conferencia en un desayuno 
informativo del “Fórum Europa. 
Tribuna Andalucía” celebrado el 21 
de mayo en la capital malagueña. Los 
últimos días de la campaña electoral y 
sus proyectos políticos para la ciudad 
si era reelegido marcaban su discurso. 

Pedro Toledo junto a José Fernández Díaz “Fosforito” 

De izquierda a derecha, Francisco Javier Lara, Juan Fernández, de la Torre, 
Antonio Serrano y José Almirón
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INSTITUCIONAL

El viernes 19 de junio en la sede del Consejo General de 
Graduados Sociales de Madrid se celebró una reunión donde 
se convocaron a los gerentes y responsables administrativos 
de los 43 colegios provinciales, al objeto de charlar sobre 
actuaciones a desarrollar en las corporaciones colegiales.

El Presidente del Consejo General, Javier San Martín dio la 
bienvenida a todos los asistentes y agradeció su presencia 
en esta importante reunión.

San Martín hizo un resumen sobre cómo se encuentra la 
profesión en estos momentos, recordó logros ya vividos 
en estos últimos años, y como se han instalado de manera 
natural en la actividad del graduado social, aún así pidió 
a los profesionales que trabajan en las corporaciones, que 
hagamos de estos centros, una herramienta útil para el 
colegiado.

El presidente del Consejo General expuso con claridad las 
últimas actuaciones que se están realizando respecto a la 
Asistencia Jurídica Gratuita y a las enmiendas introducidas 
en la ley de Enjuiciamiento Civil. Este tema junto con otros 
como el Máster de Acceso a la Profesión o el seguimiento 
que se debe guardar respecto a normas protocolarias fueron 
alguno de los temas que se trataron.

En el orden del día también destacaban dos puntos muy 
importantes: La constitución de una Oficina de acreditación 
de la certificación electrónica en las sedes colegiales y el 
Sistema Lex Net.

En el primero de los puntos, la directora de Comunicación 
del Consejo General, Marta López Ortiz, recordó que en 
uno de los últimos plenos celebrados se había aprobado 
la elaboración de un carnet colegial para todo el colectivo, 
consiguiendo de esta manera unificar la imagen institucional 
de los Graduados Sociales.

Este carnet para darle además un uso práctico y no solo de 
imagen se había acordado proporcionarle unos certificados 
universales que servirán para las relaciones jurídicas 
que a efecto mantengan los usuarios con los diferentes 
administraciones públicas y para que éstas comunicaciones 
sean seguras.

La Fábrica Nacional de Moneda y Timbre con la presencia 
de Marta Juárez y de Juan Diego Quilez hicieron una sesión 
práctica de cómo dar de alta los certificados y bajarlos a las 
tarjetas criptográficas, una clase que fue del interés de todos 
los asistentes.

Asimismo desde el Ministerio de Justicia y más concretamente 
desde la Subdirección General de Nuevas Tecnologías, 
su Jefa de Área de Gestión de la Demanda y Atención al 
Usuario, Esther Bravo junto con Daniel Garcés del mismo 
departamento, intentaron aclarar con una exposición 
práctica la utilización de este sistema. Además este encuentro 
sirvió para aclarar dudas que surgen en cada Comunidad 
Autónoma.

REUNIÓN DE TRABAJO CON LOS GERENTES Y RESPONSABLES 
ADMINISTRATIVOS DE LOS COLEGIOS DE GRADUADOS SOCIALES
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ESCUELA
DE PRÁCTICAS

El objetivo de esta jornada organizada por MC era dar a conocer la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social en esta materia y cuál debe ser la colaboración con la labor inspectora relativa a la documentación a presentar. 

El programa analizaba la evolución histórica de la normativa, los criterios de la ITSS, los planes de actuación en las 
comunidades autónomas así como la documentación acreditativa de un buen proyecto. Dirigida a responsables y técnicos 
en PRL, directores de RRHH, responsables de empresas y asesores laborales participaron alrededor de 100 inscritos. 

ESTRATEGIAS, TÁCTICAS 
Y TÉCNICAS PROCESALES 
LABORALES EN LA VISTA 
ORAL 
 

La Escuela de Prácticas Jurídico-laboral 
de este Colegio, y en colaboración con el 
Consejo Andaluz de Colegios de Graduados 
Sociales organizaba esta jornada que era 
impartida por el magistrado del Juzgado 
de lo Social, nº1 de Córdoba, Juan de Dios 
Camacho Ortega. 

Entre las cuestiones a tratar el programa 
reflejaba la teoría del caso, la dimensión 
practica de la demanda laboral,  como 
predisponer al Juez o Tribunal,  el arte de 
probar y la técnica de las conclusiones  entre 
otras cuestion

INSPECCIÓN DE TRABAJO RELATIVA A LA PRL

En la imagen vemos a Juan Fernández antes de la inauguración y a los ponentes, Modesto González y Yago Mariño 
junto a Pedro Luis Delgado encargado de la clausura
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ARANZADI MÁLAGA

Jose Luis Tortuero Plaza, catedrático 
de Derecho y Seguridad Social de 
la Universidad Complutense y la 
nueva regulación de la Incapacidad 
Temporal  fueron los protagonistas 
de esta jornada que se celebró el 29 
de abril en la sede colegial. También 
participaron parte del cuadro de 
profesores habitual. En la imagen, 
Francisco Vila y Manuel Martín 
durante el análisis de doctrinas. 

REVISTA DEL COLEGIO OFICIAL DE GRADUADOS SOCIALES DE MÁLAGA Y MELILLA 

ESCUELA
DE PRÁCTICAS

De máxima actualidad es la nueva regulación 
de la naturaleza del rendimiento en la relación 
de los socios con su sociedad, las retribuciones 
administradores, consejeros, etc.. 

Francisco Duce Plaza, Técnico de Hacienda, 
Jefe de Sección de Renta de la Delegación de la 
AEAT en Málaga abordó y analizó cuestiones 
como el límite de exención en indemnizaciones 
por despido, dación en pago de la vivienda 
habitual, integración y compensación de 
rentas derivadas de deuda subordinada o 

de participaciones preferentes, obligación de 
declarar, etc. Por otro lado, también habló de 
las novedades en el modelo 100, revisión de 
los diferentes componentes  del IRPF mediante 
consultas vinculantes  de la Dirección General 
de Tributos y de resoluciones del Tribunal 
Económico Administrativo Central sin olvidar  
el análisis de situaciones interesantes como la 
percepción de  pensiones del extranjero por 
residentes en territorio español.

SOCIOS Y SOCIEDADES 

José Almirón acompaña al ponente durante esta jornada en la que ha colaborado Maude Estudio
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ESCUELA
DE PRÁCTICAS

INSPECCIÓN 
DE TRABAJO
Aquí vemos al Jefe de 
la Inspección provincial 
de Trabajo y Seguridad 
Social de Málaga, Alfonso 
Conejo Heredia durante 
su intervención en esta 
jornada para presentar 
los planes de actuación de 
este organismo público el 
pasado 12 de mayo

CLAUSURA AULA PRÁCTICA

Caras sonrientes y de satisfacción las que vemos en la 
imagen superior. Corresponden a los alumnos inscritos en la 
V Edición de “Aula Práctica. Graduado Social”. 

Un  experiencia docente única en España organizada desde 
la Escuela de Prácticas de este Colegio en colaboración con 
la Cátedra de Empleo de la UMA y la Facultad de Estudios 
Sociales y del Trabajo. Durante este año los alumnos de 
último curso han podio compaginar sus programa de estudios 
con esta experiencia extracurricular que les ha aportado 
un poco de la práctica y experiencia que necesitan para 

enfrentarse al mundo laboral. Una vez más, Graduados 
Sociales, Mutuas y demás organismos privados y públicos, 
han querido formar parte de esta aventura que año a año va 
creciendo y haciéndose un poquito más fuerte   con el afán 
de mejorar la preparación de nuestros futuros compañeros 
Graduados Sociales. Desde aquí animar a todos, alumnos 
y colaboradores para que  sigan participando, junto a 
la Universidad, en la preparación de estos alumnos que 
sin duda y según sus palabras, salen más convencidos y 
seguros de querer convertir esta carrera en su medio de vida 
profesional.  
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DISPOSICIONES
NORMATIVAS

13/04/2015 88 Tabla salarial definitiva correspondiente al año 2014 del Convenio Colectivo general 
del sector de derivados del cemento. (Código de convenio nº 99010355011996)

13/04/2015 88 Tablas salariales definitivas correspondientes año  2014 del Convenio colectivo, de  
ámbito nacional, del sector de harinas panificables y sémolas. Código de convenio 
nº 99002455011981)

21/04/2015 95 Tablas salariales del Convenio colectivo estatal de gestorías administ. (Cód. Conv. nº 
99002385011981)

25/04/2015 99 Tablas salariales para el año 2015 del Convenio colectivo básico, de ámbito estatal, 
para la fabricación de conservas vegetales.(Código Convenio nº 99001305011981)

29/04/2015 102 Resolución de 16 de abril de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que 
se registra y publica el Acta del Acuerdo sobre las tablas salariales definitivas para  
los años 2014 y 2015 del V Convenio colectivo de ámbito estatal para despachos 
de técnicos tributarios y asesores fiscales (Código Convenio nº 99012405011999)

08/04/2015 66 Resolución de 31 de marzo de 2015, de la Dirección General de Relaciones Laborales, 
por la que se ordena la inscripción, depósito y Publicación de la revisión salarial para 
el año 2015 del I Convenio Colectivo de ámbito Autonómico de Andalucía para el 
Sector de Aparcamientos y Garajes 2011-2014  (Código Conv.71100025012011)

21/04/2015 75 Texto del acuerdo de fecha 23 de junio de 2014 de la Comisión Negociadora y 
visto el texto del Convenio Colectivo del Sector de Fábricas de Aceite de Oliva, 
Extractoras de Orujo y Aderezo y Exportación de Aceitunas.(Código de Convenio nº 
29000765011981)

21/04/2015 75 Texto del acuerdo, de fecha 6 de febrero de 2015, de la Comisión Negociadora sobre 
modificación del Convenio Colectivo de Sector de Hostelería. (Código de  Convenio 
nº 29000945011981)

29/04/2015 81 Visto el texto del acuerdo de fecha 8 de abril de 2014 de la Comisión Negociadora 
y visto el texto del Convenio Colectivo del Sector de Derivados del Cemento, (Código 
de acuerdo 29000185011981)

30/04/2015 82 Resolución de 23 de abril de 2015, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 4/2015, de 
22 de marzo, para la reforma urgente del Sistema de Formación Profesional para el 
Empleo en el ámbito laboral.

30/04/2015 82 Visto el texto del acuerdo de fecha 26 de junio de 2014 de la Comisión Negociadora 
y visto el texto del Convenio Colectivo de empresa de Diputacion Provincial (Personal 
Laboral),( C.C. nº  29002212011989)

FECHA Nº BOLETÍN CONVENIO

CONVENIOS PUBLICADOS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE ABRIL 2015

CONVENIOS PUBLICADOS EN EL B.O.J.A DURANTE EL MES DE ABRIL 2015

CONVENIOS PUBLICADOS EN EL B.O.P. DURANTE EL MES DE ABRIL 2015
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REVISTA DEL COLEGIO OFICIAL DE GRADUADOS SOCIALES DE MÁLAGA Y MELILLA 

DISPOSICIONES
NORMATIVAS

01/04/2015 78 Corrección de errores de la Orden ESS/86/2015, de 30 de enero, por la que se  
desarrollan las normas legales de cotización a la Seguridad Social, desempleo,   
protección por cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y formación profesional, 
contenidas en la Ley 36/2014, de 26 diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado 2015

01/04/2015 78 Resolución de 10 de marzo de 2015, de la Dirección General de Migraciones, por la 
que se convocan subvenciones en las áreas de asilo y refugio, inmigrantes vulnerables 
y para la atención sociosanitaria en los Centros de Estancia Temporal de  Inmigrantes 
de Ceuta y Melilla.

01/04/2015 78 Resolución de 16 de marzo de 2015, de la Dirección General de Migraciones, por la 
que se publican las subvenciones y ayudas Concedidas en el cuarto trimestre de 2014 
con destino a las áreas de asilo y refugio, inmigrantes vulnerables y par la atención 
sociosanitaria en los Centros de Estancia Temporal de Inmigrantes de Ceuta y Melilla

11/04/2015 87 Corrección de  erratas de la Resolución de 12 de marzo de 2015, de la Dirección General 
de Empleo, por la que se registran y publican las tablas salariales correspondientes al 
año 2014 del Convenio colectivo de cajas y entidades financieras de ahorro.

16/04/2015 91 Resolución de 9 de abril de 2015, de la Dirección General de Tráfico, por la que crea 
y regula el Registro de apoderamientos ,de sucesionesy de representaciones legales de 
la Jefatura Central de Tráfico.

16/04/2015 91 Corrección de errores del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo, para la reforma 
urgente del Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral.

16/04/2015 91 Resolución  de  26  de  febrero  de  2015, de la Secretaría de Estado de Educación,  
Formación  Profesional  y  Universidades,  por  la  que  se convocan  ayudas destinadas 
a fomentar la negociación colectiva en el ámbito  de  la enseñanza  privada  sostenida  
total  o  parcialmente con fondos públicos.

16/04/2015 91 Enmiendas  a  los  Anejos A  y B del Acuerdo Europeo sobre transporte internacional  
de  mercancías  peligrosas  por  carretera   (ADR 2015), adoptadas  en  Ginebra el 
1 de julio de 2014.

23/04/2015 97 Orden  HAP/709/2015, de 22 de abril, por la que se amplía el plazo de Presentación  
de  los  modelos 123, 124, 126, 128, 130, 131, 136 y 216 Correspondientes  al  1º 
trimestre de 2015 o al mes de  marzo de 2015.

24/04/2015 98 Orden  HAP/723/2015,  de  23  de  abril, por la que se reducen para el período 
impositivo 2014 los índices de rendimiento neto aplicables en el método  de  estimación  
objetiva  del  Impuesto  sobre  la  Renta  de  las Personas Físicas, para las actividades 
agrícolas y ganaderas afectadas por diversas circunstancias excepcionales.

FECHA Nº BOLETÍN CONVENIO

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE ABRIL 2015

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE ABRIL 2015
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DISPOSICIONES
NORMATIVAS

27/04/2015 100 Resolución de 15 de abril de 2015, de la Secretaría General de Coordinación Autonó-
mica y Local, por la que se publica el Acuerdo de la Subcomisión de Seguimiento Nor-
mativo, Prevención y Solución de Controversias de la Comisión Bilateral de Cooperación 
Administración General del Estado-Comunidad Autónoma  de Andalucía en relación Con 
la Ley de Andalucía 3/2014, de 1 de octubre, de medidas normativas para reducir las 
trabas administrativas para las empresas.

27/04/2015 100 Resolución de 9 de abril de 2015, de la Dirección General de Evaluación y Cooperación 
Territorial, por la que se publica el Convenio de colaboración con la Ciudad de Melilla 
para el desarrollo de diversos programas de interés mutuo centrados en acciones de com-
pensación educativa y de formación de personas jóvenes y adultas desfavorecidas.

06/04/2015 64 Resolución de 27 de marzo de 2015, de la Presidencia, por la que se publica el acuerdo del 
Pleno de la Cámara de Cuentas de Andalucía aprobando la Oferta de Empleo Público para 
el año 2015.

07/04/2015 65 Resolución de 28 de marzo de 2015, de la Dirección General de Autónomos y Planificación 
económica, por la que se acuerda la distribución territorial de los créditos disponibles para 
la concesión de las subvenciones previstas en el Programa de Fomento y consolidación del 
Trabajo Autónomo, regulado por el Decreto-ley 2/2015 de 3 de marzo, de medidas urgentes 
para  favorecer la inserción laboral, la estabilidad en el empleo, el retorno del talento y el 
fomento del trabajo autónomo.

21/04/2015 75 Resolución de 6 de abril de 2015, de la Secretaría  General de Formación Profesional y Educación 
Permanente, por la que se realiza Convocatoria para personas ya habilitadas como asesoras 
o evaluadoras de las unidades de competencia de distintas cualificaciones profesionales, 
con el objeto de actualizar el registro baremado para la participación en convocatorias de 
procedimientos de evaluación y acreditación de las competencias profesionales adquiridas 
a través de la experiencia laboral o vías no formales de formación, regulado por el Real 
Decreto 1224/2009, de 17 de julio, de reconocimiento de las competencias profesionales 
adquiridas por experiencia laboral, así como que puedan adquirir nueva habilitación en otra 
cualificación profesional.

27/04/2015 79 Orden de 8 de abril de 2015, por la que se convoca para el año 2015 el Procedimiento   
de evaluación y acreditación de las competencias profesionales adquiridas a través de la 
experiencia laboral o de vías no formales de formación para determinadas unidades de 
competencia de diversas cualificaciones profesionales, en el ámbito  de  la  Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

27/04/2015 97 Acuerdo de 19 de marzo de 2015, de la Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención 
y Solución de Controversias de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General 
del Estado-Comunidad Autónoma de Andalucía en relación con la Ley 3/2014, de 1 de 
Octubre, de medidas normativas para reducir las trabas administrativas para las empresas.

27/04/2015 79 Anuncio de 22 de abril de 2015, de la Delegación Territorial de Economía, Innovación, 
Ciencia y Empleo  en  Málaga , por  la  que  se  publican  actos  relativos  al  procedimiento  
de  habilitación  de libros de subcontratación.

27/04/2015 79 Anuncio de 22 de abril de 2015, de la Delegación Territorial de Economía, Innovación, 
Ciencia y Empleo en Málaga, por el que se Publican actos administrativos  relativos a los 
procedimientos de Inscripción y renovación en el registro de empresas acreditadas como 
contratistas o subcontratistas en el sector de la construcción.

FECHA Nº BOLETÍN CONVENIO

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE ABRIL 2015

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.J.A.DURANTE EL MES DE ABRIL 2015
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DISPOSICIONES
NORMATIVAS

04/05/2015 106 Resolución de 20 de abril de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que se 
registran y publican las tablas salariales correspondientes al año 2013 del Convenio  
colectivo nacional de colegios mayores universitarios. (99009355011995)

07/05/2015 109 Resolución de 23 de abril de 2015, de la Dirección General de Empleo, por  la  que  
se registra y publica el Acuerdo de modificación del XV Convenio colectivo de ONCE 
y su personal. (90003912011984)

07/05/2015 109 Resolución  de 23 de abril de 2015, de la Dirección General de Empleo, por  la  
que  se  registran  y  publican  las  tablas  salariales  definitivas correspondientes  al  
año  2014  y  las  provisionales  del  año 2015 del Convenio  colectivo  estatal  de  
industrias  lácteas  y  sus  derivados. (99003175011981)

12/05/2015 113 Corrección  de  erratas  de  la  Resolución de 23 de abril de 2015, de la Dirección 
General  de  Empleo,  por  la  que se registran y publican las tablas  salariales   
definitivas  correspondientes   al   año   2014   y   las provisionales del año 2015 del 
Convenio colectivo estatal de industrias lácteas y sus derivados.

12/05/2015 113 Orden  HAP/861/2015, de  7  de  mayo, por la que se modifica la Orden 
HAP/2662/2012,  de  13  de diciembre, por la que se aprueba el modelo 696  de  
autoliquidación, y el modelo 695 de solicitud de devolución, de la tasa por el ejercicio 
de la potestad jurisdiccional en los órdenes civil, contencioso-administrativo   y  social   
y  se  determinan   lugar,  forma, plazos y procedimientos de presentación

16/04/2015 91 Corrección de errores del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo, para la reforma 
urgente del Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral.

20/05/2015 120 Resolución  de  30 de abril de 2015, de la Dirección General de Empleo, por  la  que  
se  registra  y  publica  el  Acta  del  acuerdo de incremento salarial  para  el  año  2015  
del V Convenio colectivo general del sector de la construcción. (99005585011900)

20/05/2015 120 Resolución  de  30 de abril de 2015, de la Dirección General de Empleo, por  la  
que  se  registra  y   publica  la  revisión  salarial  del  Convenio colectivo nacional de 
empresas de centros de jardinería. (99016115012007)

20/05/2015 120 Resolución  de  30 de abril de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que 
se registran y publican las tablas salariales para el año 2015 del  Convenio  colectivo  
del  sector  empresas  de  gestión  y  mediación inmobiliaria. (99014585012004)

21/05/2015 121 Resolución  de  6  de mayo de 2015, de la Dirección General de Empleo, por  la  
que se registra y publica el V Acuerdo Laboral de ámbito estatal para  el sector de 
hostelería. (99010365011900)

21/05/2015 121 Corrección  de  erratas  de  la  Resolución  de 30 de abril de 2015, de la Dirección 
General  de  Empleo,  por la que se registra y publica el Acta del  acuerdo  de  
incremento  salarial  para el año 2015 del V Convenio colectivo general del sector de 
la construcción.

FECHA Nº BOLETÍN CONVENIO

CONVENIOS PUBLICADOS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE MAYO 2015
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DISPOSICIONES
NORMATIVAS

01/05/2015              104 Real  Decreto  291/2015,  de  17 de  abril, por el que se modifica el Real Decreto  
1051/2013,  de  27  de  diciembre,  por  el  que  se  regulan  las prestaciones   del    
Sistema    para   la   Autonomía   y   Atención   a   la Dependencia,  establecidas  en  
la  Ley  39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción  de  la  Autonomía  Personal  y  
Atención  a  las  personas en situación de dependencia.

05/05/2015              107 Resolución   de  17  de  abril  de  2015,   de   la  Dirección  General   de Migraciones,  
por  la que se convocan ayudas para 2015, del Programa de  Comunicación  de  la  
Orden  ESS/1613/2012,  de  19  de Julio.

05/05/2015              107 Resolución   de  13  de  abril   de  2015,  de   la  Dirección  General  de Migraciones,  
por  la que se convocan subvenciones para programas de retorno voluntario de 
personas inmigrantes.

05/05/2015              107 Resolución  de  22  de  abril  de  2015,  del  Servicio  Público de Empleo Estatal,  por 
la que se actualizan para el año 2015 las cuantías máximas constitutivas  del  importe  
de  las  subvenciones  para  la  realización de acciones  de  orientación profesional 
para el empleo y asistencia para el autoempleo,  a  entidades  colaboradoras  sin  
ánimo  de  lucro.

08/05/2015              110 Resolución  de  22  de abril de 2015, del Instituto de Mayores y Servicios Sociales,   
por   la   que   se   convoca  la  concesión  de  subvenciones  a beneficiarios  de centros 
estatales para personas con discapacidad cuya titularidad  corresponde  al  Imserso,  
durante  el  año  2015.

12/05/2015               113 Resolución   de   17   de   abril   de  2015,  de   la  Dirección  General  de Migraciones,  
por  la  que se convocan ayudas para 2015, del Programa de  Centros  de  la  Orden  
ESS/1613/2012,  de  19  de  julio.

12/05/2015               113 Resolución   de   20   de   abril  de  2015,  de   la  Dirección  General  de Migraciones,  
por  la  que  se  convocan  subvenciones  públicas  para la ordenación    de    los   
flujos   migratorios   laborales   de   trabajadores migrantes  para  campañas  agrícolas  
de  temporada.

14/05/2015               115 Resolución  de  4  de  mayo  de  2015,  de  la  Secretaría  de Estado de la Seguridad  
Social,  por la que se establece el Plan general de actividades Preventivas   de    la   
Seguridad   Social,   a   aplicar   por   las   mutuas colaboradoras  con  la  Seguridad  
Social  en  la  planificación  de  sus actividades  para  el  año  2015.

14/05/2015               115 Resolución   de   22   de   abril   de  2015,  de  la  Dirección  General  de Migraciones,  
por  la  que  se convocan ayudas para 2015, del Programa de  Jóvenes  de  la  Orden  
ESS/1650/2013,  de  12  de septiembre.

FECHA Nº BOLETÍN CONVENIO

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE MAYO 2015



28

LABORAL Nº40 JULIO 2015

DISPOSICIONES
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25/05/2015               124 Resolución  de  25  de  marzo  de  2015,  del  Servicio Público de Empleo Estatal,  
por  la  que  se  publica  el  Catálogo  de  ocupaciones  de difícil cobertura para el 
segundo trimestre de 2015

26/05/2015               125 Ley  9/2015,  de  25  de mayo, de medidas urgentes en materia concursal

26/05/2015               125 Resolución  de 20 de mayo de 2015, de la Dirección General del Trabajo Autónomo,  
de  la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las Empresas,  por  la  que  
s e convocan  subvenciones  a las actividades de Promoción   del   trabajo   autónomo,   
de   la  economía  social  y  de  la responsabilidad  social  de  las  empresas  y  
para sufragar los gastos de funcionamiento   de  las  asociaciones  de  trabajadores  
autónomos,  de cooperativas,  de  sociedades  laborales,  de  empresas  de inserción 
y de otros entes representativos de la economía social de ámbito estatal, para el año 
2015.

29/05/2015              128 Resolución  de  13 de mayo de 2015, de la Dirección General de Empleo, por  la  que  
se  registra y publica la Sentencia de la Audiencia Nacional relativa  al  Convenio  
colectivo  estatal  de  las  empresas  de  seguridad para el 2015

08/05/2015               87 Orden de 24 de abril de 2015,  por la que se da publicidad  al incremento del  crédito  
disponible  para  la  convocatoria 2015  de  las subvenciones para  inversiones  
no  productivas  realizada  mediante  Orden  de  20 de noviembre  de  2014 y 
reguladas por Orden de 9 de junio de 2009, por la que   se   establecen   las   
bases   reguladoras    para   la   concesión   de subvenciones  para  las inversiones 
no productivas en parcelas agrícolas y   ganaderas   y   de   fomento  al   bienestar   
animal   en  explotaciones ganaderas, en el marco del Programa de Desarrollo Rural 
de Andalucía 2007-2013.

19/05/2015 5235 Resolución  de  fecha  13  de  mayo  de  2015, relativa a convocatoria de subvenciones,   
en   régimen   de   concurrencia   competitiva,   para   la realización  de  acciones  
de  orientación  profesional  para  el  empleo y asistencia  para  el  autoempleo a 
entidades colaboradoras sin ánimo de lucro,  para  el  año  2015,  en  el  territorio  
de  Melilla.

22/05/2015 122 Sala Segunda. Sentencia 66/2015, de 13 de abril de 2015. Recurso de amparo 
3875-2013. Promovido por doña Candelaria Martínez Martínez y tres personas más 
en relación con las Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 
Valenciana y un Juzgado de lo Social desestimatorias de su demanda en expediente 
de regulación de empleo. Supuesta vulneración del derecho a la igualdad: utilización 
del criterio de la edad superior a cincuenta y cinco  años como factor determinante 
para la selección de los trabajadores afectados por un despido colectivo.

FECHA Nº BOLETÍN CONVENIO

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE MAYO 2015

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.J.A. DURANTE EL MES DE MAYO 2015

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.M.E., DURANTE EL MES DE MAYO 2015

SENTENCIAS PUBLICADAS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE MAYO 2015
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DISPOSICIONES
NORMATIVAS

18/06/2015 145 Resolución de 9 de junio de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que se 
corrigen errores en la de 2 de marzo de 2015, por la que se registran y publican las 
tablas salariales para el año 2015 del Convenio colectivo del sector recuperación y 
reciclado de residuos y materias primas secundarias.

19/06/2015 146 Resolución de 8 de junio de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que se 
registra y publica el Acta de los acuerdos referentes a las tablas salariales y la nueva 
redacción del artículo 26 del XI Convenio colectivo de ámbito estatal de centros de 
asistencia y educación infantil. (Cód. Conv. nº 99005615011990)

19/06/2015 146 Resolución de 8 de junio de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que 
se registra y publica el Acta sobre aclaración del V Convenio colectivo general del 
sector de la construcción.  (Cód. Conv. nº 99005585011900)

19/06/2015 146 Resolución de 8 de junio de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que se 
registra y publica el Auto de la Audiencia Nacional por el que se rectifica la sentencia 
relativa al Convenio colectivo estatal de las empresas de seguridad para el 2015. 
(Cód. Conv. nº 99004615011982).

19/06/2015 146 Resolución de 8 de junio de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la 
que se registra y publica el Convenio colectivo marco estatal para las empresas 
organizadoras del juego del bingo.  (Cód. Conv. nº 99001905011983).

20/06/2015 147 Resolución de 15 de junio de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que 
se registra y publica el III Acuerdo para el Empleo y la Negociación Colectiva 2015, 
2016 y 2017. (Cód. Conv. nº 99100015092012)

FECHA Nº BOLETÍN CONVENIO

CONVENIOS PUBLICADOS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE JUNIO DE 2015

15/06/2015 113 II Convenio Colectivo del Mantenimiento y Limpieza de Playas Benalmádena. (Cód. 
Conv. nº 29100101012012).

18/06/2015 116 Convenio o acuerdo: Visto el texto del acuerdo de fecha 5 de febrero de 2015 
de la comisión paritaria del Convenio Colectivo de empresa del Hospital Quirón 
Marbella, con expediente REGCON número 29/01/0129/2015 y código de 
acuerdo 29006912012004.

CONVENIOS PUBLICADOS EN EL B.O.P. DURANTE EL MES DE JUNIO DE 2015
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04/06/2015 133 Resolución de 26 de mayo de 2015, del Departamento de Recaudación de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, por la que se modifica el plazo de ingreso en 
periodo voluntario de los recibos del Impuesto sobre Actividades Económicas del 
ejercicio 2015 relativos a las cuotas nacionales y provinciales y se establece el lugar 
de pago de dichas cuotas

08/06/2015 136 Orden HAP/1067/2015, de 5 de junio, por la que se aprueban los modelos de 
declaración del Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes correspondiente a establecimientos permanentes y a entidades en régimen 
de atribución de rentas constituidas en el extranjero con presencia en territorio español, 
para los períodos impositivos iniciados entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 
2014, se dictan instrucciones relativas al procedimiento de declaración e ingreso 
y se establecen las condiciones generales y el procedimiento para su presentación 
electrónica.

08/06/2015 136 Orden ESS/1068/2015, de 3 de junio, por la que se prorrogan los plazos para la 
presentación de las solicitudes y de remisión de los informes-propuesta de los incentivos 
correspondientes al ejercicio 2014, al amparo del Real Decreto 404/2010, de 31 
de marzo, por el que se regula el establecimiento de un sistema de reducción de 
cotizaciones por contingencias profesionales a las empresas que hayan contribuido 
especialmente a la disminución y prevención de la siniestralidad laboral.

10/06/2015 138 Resolución de 26 de mayo de 2015, de la Dirección General de Empleo, por la que 
se registra y publica el Acta de modificación del Convenio colectivo del comercio 
minorista de droguerías, herboristerías y perfumerías.

11/06/2015 139 Corrección de errores de la Orden HAP/1067/2015, de 5 de junio, por la que se 
aprueban los modelos de declaración del Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes correspondiente a establecimientos permanentes 
y a entidades en régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero con 
presencia en territorio español, para los períodos impositivos iniciados entre el 1 de 
enero y el 31 de diciembre de 2014, se dictan instrucciones relativas al procedimiento 
de declaración e ingreso y se establecen las condiciones generales y el procedimiento 
para su presentación electrónica.

11/06/2015 139 Corrección de errores de la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se 
modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

12/06/2015 140 Orden HAP/1090/2015, de 10 de junio, por la que se modifica el anexo de la Orden 
HAP/723/2015, de 23 de abril, por la que se reducen para el período impositivo 
2014 los índices de rendimiento neto aplicables en el método de estimación objetiva 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, para las actividades agrícolas  y  
ganaderas  afectadas por diversas circunstancias excepcionales.

FECHA Nº BOLETÍN CONVENIO

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE JUNIO DE 2015
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13/06/2015 141 Real Decreto 421/2015, de 29 de mayo, por el que se regulan los modelos 
de estatutos-tipo y de escritura pública estandarizados de las sociedades de 
responsabilidad limitada, se aprueba modelo de estatutos-tipo, se regula la Agenda 
Electrónica Notarial y la Bolsa de denominaciones sociales con reserva.

16/06/2015 143 Orden JUS/1126/2015, de 10 de junio, por la que se crea la sede judicial electrónica 
correspondiente al ámbito territorial del Ministerio de Justicia

18/06/2015 145 Orden PRE/1173/2015, de 9 de junio, por la que se modifica la Orden 
PRE/917/2013, de 20 de mayo, por la que se establecen las bases reguladoras 
de las subvenciones destinadas a agrupaciones de productores para la realización 
de proyectos de investigación aplicada e innovación en determinados sectores 
ganaderos, y por la que se convocan las correspondientes al año 2013.

20/06/2015 147 Real Decreto 416/2015, de 29 de mayo, sobre depósito de estatutos de las 
organizaciones sindicales y empresariales.

20/06/2015 147 Real Decreto 417/2015, de 29 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de 
las empresas de trabajo temporal

20/06/2015 147 Orden ESS/1187/2015, de 15 de junio, por la que se desarrolla el Real Decreto 
625/2014, de 18 de julio, por el que se regulan determinados aspectos de la gestión 
y control de los procesos por incapacidad temporal en los primeros trescientos sesenta 
y cinco días de su duración.

24/06/2015 150 Orden ESS/1221/2015, de 11 de junio, por la que se crea la Unidad Especial de 
Inspección en materia de formación profesional para el empleo.

24/06/2015 150 Resolución de 13 de mayo de 2015, de la Tesorería General de la Seguridad Social, 
por la que se modifica la de 16 de julio de 2004, sobre determinación de funciones 
en materia de gestión recaudatoria de la Seguridad Social.

25/06/2015 151 Orden HAP/1230/2015, de 17 de junio, por la que se aprueba el modelo 411 
“Impuesto sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito. Autoliquidación” y se 
establecen las condiciones y el procedimiento para su presentación y se modifica la 
Orden HAP/2178/2014, de 18 de noviembre, por la que se aprueba el modelo 
410 de pago a cuenta del Impuesto sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito y 
se establecen las condiciones y el procedimiento para su presentación; y se modifican 
otras normas tributarias.

27/06/2015 153 Orden ESS/1250/2015, de 25 de junio, por la que se regula la disposición 
transitoria, por parte de la Tesorería General de la Seguridad Social, de los fondos 
depositados en la cuenta especial del Fondo de Contingencias Profesionales de la 
Seguridad Social.

27/06/2015 153 Orden  ESS/1249/2015, de 19 de junio, por la que se amplía el plazo previsto en la 
disposición transitoria octava de la Ley 3/2012, de 6 de julio,  de medidas  urgentes 
para  la reforma del mercado laboral, relativa a los contratos para la formación y el 
aprendizaje.

FECHA Nº BOLETÍN CONVENIO

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.E. DURANTE EL MES DE JUNIO DE 2015
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01/06/2015 103 Orden de 18 de mayo de 2015, por la que se determina el calendario de días 
inhábiles a efectos de cómputos de plazos administrativos para el año 2016.

16/06/2015 115 Corrección de errores de la Orden de 26 de mayo de 2015, por la que se aprueban 
en la Comunidad Autónoma de Andalucía las bases reguladoras para la concesión 
de subvenciones a la Medida 10: Agroambiente y Clima, incluida en el Programa de 
Desarrollo Rural de Andalucía 2014-2020, y se efectúa su convocatoria para el año 
2015 (BOJA núm. 102, de 29.5.2015).

16/06/2015 115 Corrección de errores de la Orden de 26 mayo de 2015, por la que se aprueban 
en la Comunidad Autónoma de Andalucía las bases reguladoras para la concesión 
de subvenciones a la Medida 11: Agricultura Ecológica, incluida en el Programa de 
Desarrollo Rural de Andalucía 2014-2020, y se efectúa su convocatoria para el año 
2015 (BOJA núm. 102, de 29.5.2015).

17/06/2015 116 Orden de 10 de junio de 2015, por la que se aprueban las bases reguladoras para 
la concesión de subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, dirigidas a 
la creación de empresas para los jóvenes agricultores, en el marco del Programa de 
Desarrollo Rural de Andalucía 2014-2020 y efectúa su convocatoria para 2015.

17/06/2015 116 Orden de 10 de junio de 2015, por la que se aprueban las bases reguladoras para 
la concesión de subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, dirigidas a 
la creación de empresas para los jóvenes agricultores, en el marco del Programa de 
Desarrollo Rural de Andalucía 2014-2020 y efectúa su convocatoria para 2015.

19/06/2015 118 Resolución de 10 de junio de 2015, de la Dirección General de Fondos Agrarios, por 
la que se efectúa convocatoria para la presentación de las solicitudes de pago de las 
ayudas previstas en el Reglamento Delegado (UE ) núm. 1031/2014 de la Comisión, 
de 29 de septiembre de 2014, que establece con carácter temporal nuevas medidas 
excepcionales de ayuda a los productores  de  determinadas  frutas  y hortalizas, 
para el periodo  comprendido  entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2015, ambos 
inclusive.

23/06/2015 123 Corrección de errores de la Orden de 4 de marzo de 2015, por la que se aprueban 
los modelos de solicitud normalizados y la documentación necesaria para el 
reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía (BOJA núm. 89, de 12.5.2015).

FECHA Nº BOLETÍN CONVENIO

DISPOSICIONES PUBLICADAS EN EL B.O.J.A DURANTE EL MES DE JUNIO DE 2015
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PENSIÓN DE VIUDEDAD. SUPUESTOS DE SEPARACIÓN Y 
DIVORCIO. PENSIÓN COMPENSATORIA Y OTRAS PENSIONES

La exigencia introducida en el artículo 174.2 de la LGSS de 
que “las personas divorciadas o separadas judicialmente 
sean acreedoras de la pensión compensatoria a que se 
refiere el artículo 97 del Código Civil (CC) y que esta 
quedara extinguida a la muerte del causante”, con la 
que se trató de recuperar el carácter de renta sustitutiva 
para la pensión de viudedad, dio lugar a importantes 
conflictos interpretativos. La expresa alusión legal a “la 
pensión compensatoria a que se refiere el artículo 97 del 
CC”, siendo que esa norma civil no establece una pensión 
compensatoria, aunque esta sea la fórmula más utilizada 
en la práctica- sino una compensación por desequilibrio 
económico “que podrá consistir en una pensión temporal 
o por tiempo indefinido, o en una prestación única”; la 
posibilidad de sustituir la pensión fijada judicialmente 
“por la constitución de una renta vitalicia, el usufructo de 
determinados bienes o la entrega de un capital en bienes 
o en dinero”; la relación entre esa pensión compensatoria 
y la alimenticia; el establecimiento de pensiones a favor 
de uno de los cónyuges o ex- cónyuges innominadas; todo 
ello, generó, como antes dijimos, múltiples controversias, a 
nivel doctrinal y de jurisprudencia.

Hasta la sentencia del Tribunal Supremo, de 29 de enero 
de 2014, dictada por la Sala General, los criterios de 
actuación del INSS apoyados por otras anteriores sentencias 
del propio TS (entre ellas, las de 14 y 21 de febrero, 21 de 
marzo y 17 de abril de 2012),se basaban, en síntesis, en la 
necesidad de que la pensión civil reconocida a quien solicita 
la de viudedad, tuviera la naturaleza de compensatoria y 
no otra. Pero el TS al  examinar de nuevo  la concurrencia 
de pensión compensatoria a partir de lo que las partes 
hayan determinado en el convenio regulador, cuando en 
el mismo no se hace una calificación jurídica estricta, sino 
que se utiliza una terminología variada y equívoca sobre 
las obligaciones que asume uno de los cónyuges frente al 
otro y frente a los hijos, en la referida sentencia  de su 
Sala General llego a otra conclusión distinta, estableciendo 
que debe de revisar el criterio de la literalidad que había 
sostenido en ocasiones anteriores, para entender por 

el contrario, “que el reconocimiento de cualquier suma 
periódica a favor de la esposa ,más allá de los alimentos 
de los hijos, tiene la naturaleza de pensión compensatoria 
y, por consiguiente, permitirá el acceso, en su caso, a la 
pensión de viudedad, al tratarse de una prestación que se 
ve truncada por el fallecimiento del deudor”. 

Las consecuencias prácticas que a juicio del INSS se 
producen con la nueva doctrina jurisprudencial, son:

A efectos de cumplir con el requisito establecido en el 
artículo 174.2 LGSS que hace referencia a la pensión 
compensatoria del artículo 97 CC, lo relevante es la 
demostración de la situación de dependencia del solicitante 
de viudedad respecto del causante. 

Para ello, el interesado tendrá que acreditar que el 
causante, del que se encuentra separado judicialmente 
o divorciado, cuando fallece estaba obligado, en virtud 
del correspondiente convenio regulador y resolución 
judicial, a abonarle una pensión o prestación periódica, 
con independencia de cuál sea su denominación, si 
efectivamente la tiene, y  su naturaleza compensatoria, 
alimenticia, de ayuda, para subvenir cargas familiares, 
para gastos de la esposa e hijos, siempre que no esté 
destinada expresa y exclusivamente a la manutención de 
los hijos. 

SERVICIO DE COMUNICACIÓN 
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CONTRATO DE RELEVO. OBLIGACIÓN DE SUSTITUIR AL TRABAJADOR 
RELEVISTA UNA VEZ AGOTADA LA  DURACIÓN MÁXIMA DE LA 

INCAPACIDAD TEMPORAL

La casuística jurisprudencial en orden a la necesidad de 
sustituir al relevista y consiguiente responsabilidad de la 
empresa respecto de las prestaciones de jubilación,  ha 
sido muy variada, en concreto, la Sala  Social del Tribunal 
Supremo ha dado respuesta afirmativa,  la obligación 
sustitutoria, en los siguientes casos, los supuestos de 
excedencia voluntaria, en los que precisamente se ha 
sostenido una interpretación del concepto “cese” la ya 
referida acorde a la finalidad de la institución (en concreto, 
SSTS 08/07/09, recurso unificación doctrina 3147/08; 
y 09/07/09, recurso unificación doctrina 3032/08), la 
excedencia para cuidado de hijo menor, puesto que la 
interinidad del contrato hecho al relevista sustituto, por venir 
modulado en su duración por el reingreso del primer relevista 
sustituido, no desvirtúa el objeto y finalidad de este segundo 
contrato de relevo ( SSTS 04/10/10,recurso unificación 
doctrina 4508/09; 07/12/10, recurso unificación 
doctrina 77/10, y 28/11/11, recurso unificación doctrina 
299/11), y los casos de despido objetivo por razones 
individuales de trabajado relevado y relevista, afirmándose 
al efecto que aún  “partiendo de que la obligación de 
reintegro no supone una sanción al empleador sino un 
mero acto de gestión prestacional (S TS 9-2-2010 y 13-
3-2010,) la empresa demandante ciertamente podía 
extinguir el contrato de trabajo del trabajador jubilado 
anticipadamente, pero tenía la obligación de conservar, de 
mantener el contrato de relevo con el trabajador relevista, 
o contratar uno nuevo en caso de cese por cualquier causa 
de éste, incluido el despido, hasta que el relevado alcance 
la edad de jubilación o, cabría añadir, deje de percibir 
las prestaciones por jubilación anticipada, puesto que así 
se desprende del referido número 1 de la DA Segunda del 
R.D. 1131/2002” (SSTS 22/09/10, y 22/04/13).

Muy contrariamente se han negado esa obligación 
sustitutoria y la correlativa responsabilidad del empleador 
en los siguientes casos, reducción de la jornada de 
la relevista en un 50% por cuidado de un menor ( STS 
23/06/11), cese del relevista por sucesión empresarial, si 
el mismo ha concluido su actividad en la empresa porque 
en parte de ella se subroga otra del sector,  mientras 
que el trabajador jubilado permanece en la empresa 
originaria, habida cuenta de que la subrogación mantiene 
la colocación del trabajador relevista en las mismas 
condiciones ( SSTS 25/01/10 , 18/05/10, 22/09/10, 
y 09/02/11), también es inaplicable la DA 2ª RD 

1131/02,y no procede el reintegro allí previsto a cargo 
de la empresa respecto de las prestaciones percibidas 
por el trabajador sustituido, para el caso de extinción del 
contrato del trabajador relevista, si el cese de éste y el del 
trabajador jubilado a tiempo parcial se hubiese producido 
a virtud de ERE ( SSTS 29/05/08,23/06/08 , 23/06/08 
, 16/09/08, 19/09/08), finalmente, tampoco existen 
la obligación sustitutoria y responsabilidad prestacional 
de que tratamos cuando el relevista ha sido contratado a 
tiempo completo y el cesado ha sido el trabajador jubilado 
a tiempo parcial, pues una interpretación teleológica y 
sistemática de la norma lleva a concluir la inexigibilidad de 
nueva contratación que habría de comportar una jornada 
superior al 100 por 100 y previa a la jubilación parcial ( 
STS 06/10/11).

La doctrina de todos estos precedentes lleva a concluir  
al Tribunal Supremo en su Sentencia de 17-11-14, que 
la doble finalidad de la institución, política de empleo, y 
mantenimiento financiero de la Seguridad Social, determina 
que hayamos de entender que en los supuestos de suspensión 
del contrato de trabajo del relevista, las obligaciones de 
sustituirle por otro trabajador y en su caso, de haberse 
incumplido aquélla la de reintegro de las prestaciones 
percibidas por el jubilado, se limitan a los casos en que 
no se cotice por el trabajador con contrato suspendido, no 
mientras se cotice, como es el caso del periodo ordinario de 
incapacidad temporal,  pero ello no sucede en los supuestos 
de incapacidad temporal prorrogada por agotamiento del 
plazo máximo de duración de la misma, supuestos en que 
procede comunicar la baja del trabajador, lo que conlleva 
la obligación de su sustitución.

SERVICIO DE COMUNICACIÓN 
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La buena práctica del profesional laboralista en Sala

EDB 2015/6723

I. La doble lealtad del profesional a su cliente y al 
tribunal 

El profesional del Derecho Laboral, señaladamente 
el abogado y graduado social, cuando interviene en 
Sala ante la Jurisdicción Social no solamente sirve para 
patrocinar los intereses privados de su cliente, vehiculiza 
también intereses públicos, y, como el Magistrado, está 
puesto por el Estado. Es cierto que no puede exigírsele 
la independencia, imparcialidad y neutralidad propia 

de la función judicial, pues la defensa del cliente no se 
desarrolla de manera objetiva, mas ello no significa 
deba exclusivamente lealtad a su defendido, pues, en 
cuanto colaborador del Juez, debe ser leal con el Tribunal 
ante el que actúa. Al decir del gran jurista italiano Piero 
Calamandrei en su obra «Elogio de los Jueces escrito por 
un Abogado» (Versión al español traducida por Santiago 
Sentís e Isaac J. Medina, Editorial Góngora, Madrid 
1936, p. 47) cuyas agudas reflexiones, expuestas con 
luminosa claridad, permanecen de palpitante actualidad, 
lo que no puede nunca un profesional es afirmar ante el 
Juez, conscientemente y a sabiendas, nada contrario a 
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la verdad. El saber guardar silencio y callar a tiempo, 
decía el maestro procesalista italiano, será en ocasiones la 
manera de conciliar esas dos lealtades. Produce, en efecto, 
una gran desazón y perplejidad en el Juez comprobar, una 
vez estudia sosegadamente las actuaciones, y más aún con 
los soportes de grabación actualmente disponibles, cómo 
a veces lo que se afirma con aparente seguridad, aplomo 
y vehemencia en Sala, o en los escritos de formalización 
e impugnación a los recursos, no se compadece con la 
verdad. Es perfectamente comprensible que el profesional 
que así actúa, contradiciendo intencionalmente la verdad, 
pierda en su discurso argumentativo la credibilidad 
necesaria produciendo el indeseado efecto de distanciarse 
de quien está llamado a resolver la litis.

El saber «guardar Sala» se traduce precisamente en 
el arte de saber conjugar y solemnizar, suscitando la 
confianza del Tribunal, con gestos y palabras comedidas, 
con comportamientos éticos y estéticos, la defensa de 
los intereses y derechos sobre los que se solicita un 
pronunciamiento. Las voces estentóreas, las gesticulaciones 
excesivas, el ademán descompuesto, los parlamentos 
interminables y las palabras de dudoso gusto, son, al decir 
del que fuera Presidente del Tribunal Supremo Don Diego 
Medina y García, achaques incompatibles con la razón en 
el profesional que las emplea.

II. Dos modelos contradictorios de profesional según la 
visión del cliente o del Juez 

No es coincidente el modelo de profesional para un Juez 
que para el cliente. Lo que un Juez espera de un profesional 
es discreción, lealtad, claridad, sencillez, urbanidad, 
concreción, laconismo, orden, pulcritud, puntualidad, y 
respeto a las distintas fases del proceso. Lo que espera 
y valora un cliente del profesional que le defiende es la 
vistosidad, facundia, recursos retóricos, carácter incisivo y 
escritos prolijos.

Es evidente que recae sobre el profesional la labor más 
ardua, no exenta de inteligencia, pericia e ingenio, de 
acreditar unos hechos a través de los medios de prueba 
pertinentes, proporcionando los argumentos jurídicos, 
sabiéndose hacer comprender. Sobre el Juez recae la 
valoración conforme a la sana crítica de los medios 
probatorios resolviendo según el principio iura novit 
curia, actualmente plasmado en la LEC art.218.1.2 -EDL 
2000/77463-, conforme a las normas aplicables al caso, 
aunque no hayan sido acertadamente citadas o alegadas 
por los litigantes.

III. Claridad, concreción, concisión, sencillez y deber de 
colaboración con el Tribunal 

La LRJS art.85 -EDL 2011/222121- no marca pautas de 
actuación concretas a los profesionales laboralistas a la 
hora de ratificar y contestar la demanda, más allá de 

fijar límites a la reconvención, de advertir genéricamente 
no se podrá hacer sobre la demanda ninguna variación 
sustancial, si se amplía, y de referir que el demandado 
contestará afirmando o negando los hechos y alegando 
cuantas excepciones estime procedentes, así como que 
colaborarán las partes con el tribunal en la fijación de los 
hechos sobre los que exista conformidad o disconformidad. 
Pese a estas lagunas pueden traerse por analogía a 
colación otros preceptos de la LRJS referidos a la confección 
de los recursos de suplicación y casación de los que se 
colige deben ser principios rectores en la concesión de los 
correspondientes turnos de palabra e intervenciones en 
Sala la claridad, concreción y concisión. Al respecto nos 
remitimos, entre otros preceptos, sin ánimo exhaustivo, a 
los art.196, 210, 221 y 224 LRJS.

Los abogados, acierta una vez más Calamandrei, (ob.
cit., p.17) no son artistas de circo ni conferenciantes de 
salón. Les conviene no darse tono de enseñar a los jueces 
ni infundirles miedo. Deben saber sugerir al Juez tan 
discretamente los argumentos para darles la razón, que 
le deje en la convicción de que los ha encontrado por sí 
mismo.

Concreción: El profesional laboralista deberá en Sala 
abordar el núcleo, llegar al meollo o punto central 
comprimiendo su tesis, como si tuviera que sintetizar una 
ficha de jurisprudencia para una base de datos.

Claridad: El profesional laboralista deberá hacerse 
comprender, pues si su tesis se despliega con argumentos 
oscuros, abstrusos, crípticos, enmarañados, prolijos, 
cavilosos, dando importancia a aspectos no sustanciales 
y sin trascendencia para la suerte de la litis, sin que el 
Juez comprenda a dónde quiere llegar, inducirá a 
este último al aislamiento y a la desconexión. El buen 
profesional es el que tiene la convicción de que el Juez 
ha entendido con facilidad la cuestión que se somete a 
su consideración ofreciéndole todos los datos para poder 
resolver. Como atinadamente apunta Pujol Capilla («Guía 
de comportamientos en las actuaciones judiciales», La Ley, 
2ª edición, 2009, p.99) aquel jurista a quien no entienden 
quienes lo leen o lo escuchan, es probable que no sepa 
exactamente lo que quiere decir.

Concisión: Deberá saber el profesional laboralista 
expresarse con brevedad, exactitud y precisión. Claridad 
y brevedad deben ir juntas, pero si no es posible, para 
Calamandrei, (ob. cit., p. 53) hay que poner por encima 
la brevedad: «Cuando un abogado habla poco, el juez, 
aunque no comprenda lo que dice, comprende que tiene 
razón». En esto último me permito modestamente discrepar, 
ya que, por mi experiencia profesional el buen letrado o 
graduado social, cuando es claro y concreto, aunque su 
alegato se alargue de manera justificada por la complejidad 
del pleito, siempre se deja oír con placer por el Juez de lo 
Social. Obsérvese en el proceso laboral no hay un escrito 
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de contestación a la demanda, por ser un juicio verbal, lo 
que en algunos pleitos, por su enjundia y dificultad, exigirá 
en este trámite de contestación oral a la demanda que el 
profesional dedique el tiempo necesario, sin ser abusivo, 
en su exposición. En cierta ocasión dos Jueces de lo Social 
brasileños en estancia profesional en Madrid me refirieron 
que, en la norma procesal laboral de su país, el trámite 
de contestación oral a la demanda en juicio viene tasado, 
con independencia de la mayor o menor complejidad del 
asunto, a diez minutos, transcurridos los cuales se cierra 
el turno de palabra. En un término medio y equilibrado, 
sin necesidad de ser tajantes en los tiempos, apelando al 
sentido de responsabilidad del profesional, estará la virtud.

Sencillez: El profesional debe dirigirse al Juez con 
corrección, pero con naturalidad en su exposición, sin 
artificios retóricos, hablándole con la misma proximidad 
de espíritu y llaneza a como lo haría si tuviera una 
conversación de persona a persona, generando con ello su 
confianza. La experiencia nos indica que el mayor número 
de acuerdos extrajudiciales se consigue fuera de la vista 
oral, y la explicación hay que encontrarla, al menos en una 
parte importante, en la sinceridad y franqueza con que los 
profesionales se hablan entre sí para abordar lo que les 
separa intentando llegar a un acuerdo. Por lo mismo, esta 
franqueza debe impregnar también la comunicación del 
profesional con el Juez.

Es de todo punto de vista desaconsejable polemizar 
abiertamente con el Juez en la vista oral y pública. ¿Cómo 
hacer entonces para salvaguardar el derecho de defensa 
del cliente? En mi modesta opinión, en estos casos, lo 
procedente será formular respetuosamente la protesta 
para que conste en acta, y pedir audiencia para hablar 
en privado con el Juez. A nadie debe molestar que con 
educación, respeto y humildad le vayan a ver para limar 
asperezas, aclarar malos entendidos, o incluso plantearle 
una queja. El profesional debe también hacerse respetar y 
lo que debe complacer a un buen Juez de lo Social es que 
le den tiempo para poder reaccionar y evitar recaer en el 
futuro en lo que pudiera ser una equivocada dirección del 
proceso.

Deber de colaboración del profesional con el Tribunal: Es 
una exigencia derivada de la CE art.118 -EDL 1978/3879- 
que en la LRJS tiene su plasmación complementaria en 
los art.75, 85, 87.3 y 241.2 y 3 -EDL 2011/222121-, 
previéndose en ejecución medidas discrecionales en cuanto 
a su aplicación y conminatorias, denominadas apremios 
pecuniarios o multas coercitivas, según sean impuestas 
a las partes o a terceros, tendentes ambas a obtener el 
cumplimiento específico de las obligaciones de dar, 
hacer o no hacer que se ejecuten o el de las obligaciones 
legales impuestas en una resolución judicial, y aplicables 
cuando el requerido deje transcurrir, injustamente, el plazo 
concedido sin efectuar lo ordenado. Las partes, a través 
de sus profesionales, tienen el deber de colaborar con el 

Juez o Tribunal en las cuestiones previas que se puedan 
plantear en el juicio sobre la competencia, presupuestos de 
la demanda y alcance y límites de la pretensión formulada. 
Significar sobre este particular en el proceso social no 
existe la audiencia preliminar o previa al juicio que es 
propia del proceso civil (LEC art.414 -EDL 2000/77463-
), pero, aun así, resulta idóneo el planteamiento de estas 
cuestiones previas para depurar o sanear todos los vicios 
y errores detectados hasta el momento del juicio, a fin de 
no tener que subsanarlos en un momento posterior con el 
consiguiente retraso y perjuicio para las partes, dado el 
principio de celeridad, oficialidad y de intervencionismo 
por el Juez de lo Social que lo caracteriza, pues, como es 
sabido, no cabe en el proceso social la libre absolución en 
la instancia o el sobreseimiento por defectos en el modo 
de proponer la demanda, inadecuación del procedimiento, 
o falta de litisconsorcio pasivo necesario, debiéndose, en 
su caso, declarar la nulidad de lo actuado. De ahí que 
el Juez o Tribunal, sin apartarse de las pretensiones y 
causa de pedir que expresen las partes en la demanda y 
contestación, pueda someter a las partes para alegaciones 
durante el juicio cuantas cuestiones deban ser resueltas de 
oficio o resulten de la fundamentación jurídica aplicable, 
aun cuando hubieran sido alegadas de modo incompleto o 
incorrecto. Igualmente podrá solicitar en este planteamiento 
de la tesis alegaciones sobre los posibles pronunciamientos 
derivados que por mandato legal, o por conexión o 
consecuencia, resulten necesariamente de las pretensiones 
formuladas por las partes.

IV. La buena práctica del profesional laboralista en 
Sala debe ir precedida de una correcta y congruente 
actuación al presentar la papeleta de conciliación y 
la demanda, condicionando todo ello el éxito de los 
posteriores recursos de queja, suplicación y casación 

De la misma manera que una mala praxis profesional 
en el juicio verbal conllevará en la mayoría de los casos 
un fracaso de los posteriores recursos de suplicación 
y casación, dada su naturaleza extraordinaria, una 
mala gestión de las actuaciones pre-procesales incide 
negativamente en la actuación del profesional en Sala. 
Al respecto la LRJS art.80.1.c) -EDL 2011/222121- se 
cuida de precisar en ningún caso podrán alegarse hechos 
distintos de los aducidos en conciliación o mediación 
ni introducirse respecto de la vía administrativa previa 
variaciones sustanciales en los términos prevenidos en el 
art.72.

Es un error que se desliza con una cierta frecuencia que los 
profesionales laboralistas planteen por primera vez en el 
recurso de suplicación cuestiones que no fueron aducidas 
ni controvertidas en el juicio. Debiéndose recordar, como 
consecuencia del carácter extraordinario de dicho recurso 
y su función revisora, no se permite dilucidar en dicha sede 
una cuestión ajena a las promovidas y debatidas por las 
partes y resueltas en la sentencia de instancia, pues, en 
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caso contrario, el Tribunal Superior se convertiría también 
en Juez de instancia, construyendo «ex officio» el recurso, 
y vulnerando los principios de contradicción e igualdad de 
partes en el proceso, que constituyen pilares fundamentales 
de nuestro sistema procesal. Amén de que, si se permitiera 
la variación de los términos de la controversia en sede 
de suplicación, se produciría a las partes recurridas una 
evidente indefensión al privarles de las garantías para 
su defensa, ya que sus medios de oposición quedarían 
limitados ante un planteamiento nuevo, siendo tal concepto 
de diseño jurisprudencial y se estableció para prohibir en 
sede de recurso extraordinario la introducción como objeto 
del proceso de aquellas cuestiones fácticas o jurídicas, 
procesales o de fondo, que, pudiendo ser discutidas sólo a 
instancia de parte, no fueron, sin embargo, planteadas en 
la instancia ni resueltas, consiguientemente, en la sentencia 
recurrida. Y ello con fundamento tanto en la naturaleza 
extraordinaria y revisora de dicho recurso que requiere, 
para evitar convertirlo en una segunda instancia, que las 
infracciones alegadas en él hayan de guardar armónica 
y debida conexión con las formuladas en demanda y 
contestación, como en las exigencias derivadas de los 
principios de preclusión, lealtad y buena fe procesal, 
igualdad de las partes y derecho de defensa.

V. La necesidad de formular protesta en juicio ante la 
denegación de medios de prueba pertinentes por el 
Juez de lo Social como requisito para que prospere en 
suplicación la indefensión 

Sucede en ocasiones que los profesionales laboralistas no 
formulan formalmente protesta cuando se deniega un medio 
de prueba que estiman lícito y directamente pertinente y útil 
al objeto del pleito, comportamiento que, por el juego de 
los art.87.2 y 193 a) LRJS -EDL 2011/222121-, impedirá 
prospere luego en suplicación la solicitud de reposición 
de los autos al estado en que se encontraban al momento 
de cometerse una infracción de normas o garantías del 
procedimiento que causen indefensión. La denegación de 
las pruebas por el iudex a quo, cuando son pertinentes, 
útiles y lícitas al caso, afecta al derecho de defensa, 
pero, para que se produzca la nulidad de la sentencia 
por quebrantamiento de normas del procedimiento, es 
requisito sine qua non que se haya producido indefensión 
que consiste, según la jurisprudencia constitucional, en un 
impedimento del derecho a alegar y de demostrar en el 
proceso los propios derechos; y para que esa indefensión 
de lugar a la nulidad de los actos procesales es necesario 
la concurrencia de diversos requisitos complementarios, a 
saber:

a) Que el defecto o la falta de garantía sea alegado por 
la parte que no lo provocó, en aplicación del principio de 
que no puede alegar indefensión quien no ha actuado en 
el proceso con la diligencia exigida por la ley.

b) Que se haya formulado protesta en tiempo y forma 
pidiendo la subsanación de la falta, en aplicación del 
principio de que nadie puede invocar una infracción 
por él consentida, pues, en definitiva, el recurso por 
quebrantamiento de forma exige un previo recurso 
ordinario que es la protesta previa en su momento, en 
aras de la efectiva subsanación del defecto cuando éste se 
cometió, siendo un requisito tradicionalmente exigido por 
la jurisprudencia constitucional y social.

c) Que la indefensión sea material y no meramente formal, 
es decir, que trascienda al fallo de la sentencia.

VI. Fase probatoria y conclusiones 

Aunque no se exija por la LRJS art.87 -EDL 2011/222121- 
parece también conveniente que los profesionales, en el 
momento de proponer las pruebas, proporcionen al Juez 
de lo Social las explicaciones oportunas sobre el por qué 
se pide cada medio probatorio, a fin de que por el mismo 
se pondere su relevancia contando con los elementos de 
juicio necesarios para poder resolver sobre su pertinencia. 
Respeto a las fases del procedimiento hay que respetar el 
orden. Por ejemplo, no se puede hacer la protesta por la 
denegación de una prueba en fase de conclusiones.

En la última fase del juicio las conclusiones se deben 
circunscribir a la valoración de la prueba, formulándose 
oralmente de un modo concreto y preciso, determinando 
en virtud de su resultado, de manera líquida y sin alterar 
los puntos fundamentales y los motivos de pedir invocados 
en la demanda o en la reconvención, si la hubiere, las 
cantidades que, por cualquier concepto, sean objeto de 
petición de condena principal o subsidiaria. Conforme a 
la LEC art.433 -EDL 2000/77463-, de aplicación también 
al juicio social, la fase de conclusiones remite a los hechos 
controvertidos, exponiendo las partes de forma ordenada, 
clara y concisa, si, a su juicio, los hechos relevantes han sido 
o deben considerarse admitidos y, en su caso, probados o 
inciertos. A tal fin, harán un breve resumen de cada una 
de las pruebas practicadas sobre aquellos hechos, con 
remisión pormenorizada, en su caso, a los autos del juicio.

D. IGNACIO MORENO GONZÁLEZ-ALLER 
Magistrado de la Sala de lo Social del Tribunal Superior 
de Justicia de Madrid 
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RDLeg. 1/1995 de 24 marzo 1995. Estatuto de los 
Trabajadores. TR 
Ponente: Souto Prieto, Jesús

NORMATIVA ESTUDIADA: art.33.8 

Ley 30/1992 de 26 noviembre 1992. Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Art.2.2 , art.43.1 

RD 505/1985 de 6 marzo 1985. Organización y 
Funcionamiento del FGS 

Art.28.7 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Con fecha 13 de noviembre de 2012, el 
Juzgado de lo Social número 36 de Madrid, dictó sentencia 
en la que consta la siguiente parte dispositiva: “Que 
desestimando la demanda interpuesta por D. Esteban frente 
a FOGASA debo absolver y absuelvo a la demandada de 
todas las pretensiones en su contra”. 

SEGUNDO.- En la citada sentencia se han declarado 
probados los siguientes hechos: “PRIMERO: El demandante 
D. Esteban presentó con fecha 8-03-2011 solicitud del 
fondo de garantía salarial, para que le abonara el 40% de 
la indemnización derivada de la extinción de su contrato, 
al amparo de lo establecido en el art. 33.8 ET (folio 10 
de autos). Con fecha 1-7-2011, se emite resolución del 
Secretario General de la demandada, notificada al 
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demandante el 06-09-2011, por la que se deniega la 
prestación (folios 13 a 16 de autos). TERCERO: El actor 
considera que la resolución denegatoria impugnada es 
contraria a derecho por haberse dictado en contra del acto 
presunto estimatorio de la pretensión al haber transcurrido 
mas de tres meses desde la solicitud de la prestación y 
conforme establece el art. 28.7 del RD 505/85 de 6 de 
marzo . CUARTO: El actor presentó con carácter previo, 
demanda de recurso contencioso administrativo, que fue 
turnada al Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo 
núm. 3 de Madrid, dando lugar al procedimiento abreviado 
núm. 831/2011, en donde se dictó sentencia con fecha 7 
de mayo del presente año por el que se estimó la falta de 
Jurisdicción alegada por la demandada y declarando la 
competencia del Orden Jurisdiccional Social”. 

TERCERO.- La citada sentencia fue recurrida en suplicación 
por D. Esteban dictándose por la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid sentencia con 
fecha en la que consta la siguiente parte dispositiva: “Que 
debemos desestimar el recurso de suplicación interpuesto 
por la representación de D. Esteban, contra la sentencia de 
fecha 13 de Noviembre de 2012 dictada por el Juzgado de 
lo Social nº 36 de Madrid en sus autos número 872/2012, 
seguidos a instancia de D. Esteban frente a FONDO DE 
GARANTIA SALARIAL, en reclamación por Resolución 
de Contrato, y en su consecuencia, confirmamos dicha 
sentencia en todos sus términos”. 

CUARTO.- El letrado D. Jose Miguel Andrés Collar en 
nombre y representación de D. Esteban, mediante escrito 
presentado el 27/02/2014 formuló recurso de casación 
para la unificación de doctrina, en el que: PRIMERO.- 
Se alega como sentencia contradictoria con la recurrida 
la dictada por la Sala de lo Social del Tribunal Superior 
de Justicia de Madrid de fecha 11 de noviembre de 
2013 (recurso nº 1151/2013). SEGUNDO.- Se alega 
la infracción de los arts. 43.1.2 y 3 a) de la LRJPAC, ley 
30/92 y por inaplicación del art. 28.7 del RD 505/1985 
de 6 de marzo sobre Organización y Funcionamiento del 
Fondo de Garantía Salarial . 

QUINTO.- Por providencia de esta Sala, se procedió a 
admitir a trámite el citado recurso, y habiéndose impugnado, 
pasaron las actuaciones al Ministerio Fiscal, que presentó 
escrito en el sentido de estimar la procedencia del recurso. 
E instruido el Excmo. Sr. Magistrado Ponente, se declararon 
conclusos los autos, señalándose para votación y fallo el 
día 12 de marzo de 2015, en el que tuvo lugar. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO.- La cuestión debatida en el presente recurso 
de casación unificadora se contrae a determinar si debe 
entenderse estimada por silencio positivo la solicitud al 
Fondo de Garantía Salarial (FOGASA) de abono del 40% 

de la indemnización correspondiente a un trabajador cuyo 
contrato se ha extinguido, por aplicación del art. 33.8 
del Estatuto de los Trabajadores , cuando la resolución 
expresa de dicho organismo, se dicta en plazo superior a 
los tres meses a que se refiere el Real Decreto 505/1985, 
de organización y funcionamiento del Fondo de Garantía 
Salarial ; y si esta resolución tardía, desestimatoria de la 
pretensión, carece de eficacia para enervar el derecho del 
administrado ganado anteriormente por silencio positivo. 

Consta en la sentencia recurrida del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid, de 9 de enero de 2014 (Rec. 964/2013), 
que el actor presentó el 08-03-2011 solicitud al FOGASA 
para que le abonara el 40% de la indemnización por 
extinción de su contrato de trabajo, emitiéndose resolución 
de 01-07-2011, notificada al demandante el 06-09-2011, 
por la que se le deniega la prestación. Previamente se había 
dictado sentencia del orden contencioso administrativo que 
estimó la excepción de falta de jurisdicción y declaró la 
competencia del orden social. 

Considera el actor que la resolución denegatoria es 
contraria a derecho por haberse dictado la misma una vez 
transcurrido el plazo de tres meses desde la solicitud de la 
prestación conforme establece el art. 28.7 RD 505/1985, 
de 6 de marzo . En suplicación se confirma la sentencia de 
instancia, que desestimó la demanda. 

En dicha sentencia se razona que debe destacarse, 
además del art. 28.7 del Real Decreto 585/1985 en 
relación con el art. 43 apartados 1 y 2, de la Ley 30/92 
, que el actor presentó la demanda rectora varios meses 
después de serle notificada la resolución administrativa 
que ahora se impugna, hechos que hacen aplicable la 
doctrina jurisprudencial contenida en la sentencia del 
Tribunal Supremo de 27 de julio de 1984, que declara que 
no queda privada de eficacia la resolución tardíamente 
pronunciada, pues si recayese resolución expresa el plazo 
para formular el recurso que proceda se contaría desde la 
notificación de la misma. 

Recurre el actor en casación para la unificación de doctrina 
e Invoca como sentencia de contraste la del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid, de 11 de noviembre de 
2013 (Rec. 1151/2013), en la que consta que la actora 
presentó el 04-03-2011 solicitud de abono del 40% de 
la indemnización derivada de la extinción de su relación 
laboral al FOGASA, dictándose resolución el 01-07-
2011 denegatoria, por haber afectado la extinción en un 
periodo de 90 días al menos a 10 trabajadores sin seguir 
el procedimiento de extinciones colectivas. 

Presentada demanda por la actora, en instancia se declaró 
su derecho a percibir la prestación solicitada, dejando sin 
efecto la resolución expresa de 01-07- 2011. La Sala de 
suplicación confirma la sentencia de instancia, por entender 
que, al haberse dictado la resolución en plazo superior 
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a tres meses, la solicitud debe entenderse estimada por 
silencio positivo, sin que la excepción a dicho carácter se 
encuentre en el art. 33.8 y 51 y 52 c) ET , ya que dichos 
preceptos no se ocupan del valor del silencio administrativo. 

Se aprecia la existencia de contradicción entre las 
resoluciones comparadas porque:

Existe identidad en cuanto a los hechos, por cuanto en 
ambos supuestos se solicita al FOGASA que abone el 
40% de la indemnización derivada de la extinción de la 
relación laboral, dictándose resolución transcurrido en 
exceso el plazo de 3 meses. En la sentencia de contraste, 
y no así en la recurrida, consta la causa de denegación, 
pero dicha circunstancia en nada desvirtuaría la existencia 
de contradicción, teniendo en cuenta que el mismo no es 
trascendente para la resolución del fondo del asunto.

Las pretensiones son las mismas, puesto que lo que se 
pretende en ambos casos es que se deje sin efecto la 
resolución expresa denegatoria del FOGASA por haberse 
dictado superado el plazo de tres meses previsto en el art. 
28.7 RD 505/1985 de 6 de marzo , en relación con el 
art. 43.1 y 2 Ley 30/1992, de 26 de noviembre , cuando 
ya debía entenderse estimada por silencio administrativo 
positivo. 

En relación con los fundamentos, ambas Salas razonan 
sobre si debe entendese estimada por silencio administrativo 
positivo la solicitud, cuando el FOGASA dicta resolución 
transcurrido el plazo de tres meses.

Los fallos son contradictorios, ya que en el supuesto de la 
sentencia recurrida la Sala entiende que no puede estimarse 
la pretensión por silencio administrativo positivo puesto que 
ha existido resolución expresa, mientras que la sentencia 
de contraste entiende que la resolución debe dejarse sin 
efecto por haber transcurrido un plazo superior a tres 
meses, siendo indiferente que la recurrida valore también 
el retraso del actor en presentar la demanda rectora de 
estos autos.

SEGUNDO.- El recurrente denuncia la infracción del 
art. 43.1.2 y 3 a) de la Ley del Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común y del art. 28.7 del Real Decreto 
505/1985 . 

El citado art. 28.7 dispone que el plazo máximo para que 
el FOGASA dicte resolución “será de tres meses, contados 
a partir de la presentación en forma de la solicitud”. Dicha 
disposición no establece ninguna excepción, por lo que se 
aplica a la totalidad de los expedientes cuya tramitación 
corresponde al Fondo.

La referida normativa no regula los efectos que para el 
administrado pudiera tener el incumplimiento del referido 

plazo, razón por la que ha de acudirse a la Ley 30/92 
(LRJS de AP y PAC) que en su artículo 2.2 comprende al 
FOGASA en su ámbito de aplicación. El artículo 43.1 
de esta Ley (redacción dada por Ley 25/09, sobre Libre 
Acceso a Actividades y Servicios) dispone que, en los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin 
perjuicio de la resolución que la Administración debe 
dictar en la forma prevista...,” el vencimiento del plazo 
máximo sin haberse notificado resolución expresa legitima 
al interesado... para entenderla estimada por silencio 
administrativo, excepto en los supuestos en que una norma 
con rango de ley.... o una norma de Derecho Comunitario 
establezcan lo contrario”, excepción que no se da en el 
caso de autos, donde sí se dictó, en cambio, resolución 
expresa extemporánea. El nº 2 de este artículo establece, a 
su vez, que “la estimación por silencio administrativo tiene 
a todos los efectos la consideración de acto administrativo 
finalizador del procedimiento”. Y el nº 3 del mismo precepto 
condiciona el sentido de la resolución expresa, al disponer 
que “en los casos de estimación por silencio administrativo, 
la resolución expresa posterior a la producción del acto 
sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo”.

Podemos adelantar, por tanto, que entendemos como 
doctrina correcta la de la sentencia de contraste, que se 
apoya en la sentencia de la Sala 3ª de este Tribunal Supremo 
de 25 de septiembre de 2012, doctrina coincidente con la 
sentencia de la misma Sala de 15 de marzo de 2011, que 
interpretan y aplican la legislación vigente, al contrario que 
la sentencia en que se apoyó la recurrida, anterior a las 
leyes administrativas y reglamentos vigentes. 

No podemos aceptar la argumentación del Abogado 
del Estado de que no resulta posible obtener por silencio 
administrativo licencias o autorizaciones contra legem o en 
contra del ordenamiento jurídico, ya que tal argumentación 
se refiere a supuestos distintos y, como hemos visto, lo 
único que puede impedir el juego del silencio positivo 
por el transcurso del plazo máximo en resolver, en los 
procedimientos iniciados de instancia o de parte, es que 
exista norma con rango de Ley o norma de Derecho 
Comunitario que prevea para el caso el efecto negativo del 
silencio, lo cual no ocurre en el caso de autos. 

Como señala con acierto el Ministerio Fiscal, la exposición 
de motivos de la ley 30/92 anuncia que el silencio 
administrativo, positivo o negativo, no debe ser un instituto 
jurídico formal, sino la garantía que impida que los 
derechos de particulares se vacíen de contenido cuando 
Administración no atiende eficazmente y con la celeridad 
debida las funciones para las que se ha organizado. Esta 
garantía, exponente de una Administración en la que de 
primar la eficacia sobre el formalismo, solo cederá cuando 
exista un interés general prevalente o, cuando realmente, 
el derecho cuyo reconocimiento se postula no exista. Así, 
la sentencia de la Sala Tercera de 2-2-2012 precisa que 
el silencio administrativo pueda tener lugar ante cualquier 
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clase de solicitud, siempre que su contenido sea real y 
posible desde el punto de vista material y jurídico. 

En el caso examinado, sobre rechazo del FOGASA al abono 
del 40% de la indemnización derivada de la extinción 
del contrato, podemos traer a colación nuestra sentencia 
de 26-12-2013, expresiva de que la responsabilidad 
del FOGASA por el 40% de la indemnización legal de 
despido ex art. 33.8 del Estatuto de los Trabajadores es 
una responsabilidad directa, que constituye un beneficio 
legal a favor de las empresas que cuentan con una plantilla 
inferior a 25 trabajadores independientemente de la 
situación económica empresarial. 

Por otra parte como señala la sentencia de la Sala Tercera 
de 17-7-2012, citada en la de la misma Sala Tercera de 
25-9-12 (R. 4332/11) -a su vez traída a colación por 
la parte recurrente en nuestro recurso y por el Ministerio 
Fiscal-: “una vez operado el silencio positivo, no es dable 
efectuar un examen sobre la legalidad intrínseca del acto 
presunto, pues, si bien es cierto, que según el art. 62.1 
f) de la Ley 30/92 son nulos de pleno derecho los actos 
presuntos “contrarios” al Ordenamiento Jurídico por los 
que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca 
de los requisitos esenciales para su adquisición, no es 
menos cierto que para revisar y dejar sin efecto un acto 
presunto (nulo) o anulable la Administración debe seguir 
los procedimientos de revisión establecidos por el art. 102, 
o instar la declaración de lesividad.” 

TERCERO.- En conclusión, de acuerdo con el razonado 
informe del Ministerio Fiscal, procede la estimación del 
recurso interpuesto, debiendo reconocerse el derecho del 
recurrente a la prestación solicitada, al operar el silencio 
administrativo positivo el 8 de junio de 2011, careciendo 
de eficacia enervatoria la resolución expresa dictada el 1 
de julio de 2011, por ser denegatoria de la petición. 

Por lo expuesto, en nombre de S. M. El Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español.

FALLO 

Estimamos el recurso de casación para la unificación de 
doctrina interpuesto por el letrado D. Jose Miguel Andrés 
Collar en nombre y representación de D. Esteban frente a 
lasentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid de fecha 9 de enero de 2014 dictada 
en el recurso de suplicación número 964/13 . Casamos 
y anulamos dicha sentencia y, resolviendo el debate de 
suplicación, estimamos el recurso de esta clase interpuesto 
por el actor contra la sentencia de instancia dictada por 
el Juzgado de lo Social nº 36 de Madrid de fecha 13 
de noviembre de 2012, que revocamos, estimando la 
demanda rectora de estos autos. Sin costas. 

Devuélvanse las actuaciones a la Sala de lo Social del 
Órgano Jurisdiccional correspondiente,con la certificación 
y comunicación de esta resolución.

Así por esta nuestra sentencia, que se insertará en la 
COLECCIÓN LEGISLATIVA, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.

PUBLICACIÓN.- En el mismo día de la fecha fue leída y 
publicada la anterior sentencia por el Excmo. Sr. Magistrado 
D. Jesus Souto Prieto hallándose celebrando Audiencia 
Pública la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, de lo 
que como Secretario de la misma, certifico. 

Fuente de suministro: Centro de Documentación Judicial. 
IdCendoj: 28079140012015100149 

JESÚS SOUTO PRIETO
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STC 66/2015 de 13 abril 2015 (JUR 2015, 139708)
Ponente: Sr. D. Antonio Narváez Rodríguez.

El Instituto Valenciano de la Vivienda S.A. tras llegar a un 
acuerdo con los representantes de los trabajadores decidió 
la extinción del contrato de trabajo de 211 empleados. 
Uno de los cuatro criterios de selección y el último, era el 
de la edad, los que tuvieran 55 años o más o en edad más 
próxima a la jubilación. En concreto, resultaron afectados 
35 trabajadores. 

Dos fueron las razones de la empresa para justificar este 
criterio, la primera, que la permanencia de los trabajadores 
más próximos a la edad de jubilación le era más gravosa 
ya que iban a cesar antes en su actividad laboral, lo que 
determinaría la necesidad de nuevas contrataciones y 
gasto en la impartición de formación y aprendizaje. Y la 
segunda, que esta medida era la menos perjudicial para 
los propios trabajadores afectados, ya que la empresa 
iba a suscribir el convenio especial correspondiente con la 
Seguridad Social en los casos que procediera.

Tanto el Juzgado de lo Social como el Tribunal Superior 
de Justicia desestimaron las demandas de los trabajadores 
que impugnaron por vulneración del principio de igualdad. 
Alzándose en recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional, éste entra a analizar si las dos razones 
de la empresa fueron proporcionadas en este caso. 
Respecto a la primera, el Tribunal comparte la opinión del 
Ministerio Fiscal, los costes formación de cuatro personas 
son escasos dentro de un proceso de despido colectivo de 
211 trabajadores y el ahorro de estos costes futuros es un 

criterio de selección insuficiente. En cuanto a la segunda, sí 
que considera que es una medida proporcional y adecuada 
al ir acompañada de mejoras voluntarias de la prestación 
por desempleo y del abono de las cuotas destinadas a la 
financiación de un convenio especial con la Seguridad 
Social que, en este caso, fueron efectivamente suscritas 
para todo los recurrentes. 

Por todo ello, desestima el recurso de amparo interpuesto 
por los trabajadores al no considerar que este criterio de 
selección vulnere el artículo 14 de la Constitución Española 
al no constituir discriminación por razón de edad.

La selección de trabajadores próximos a la jubilación afectados 
por despido colectivo no es discriminatorio

MABEL INDA ERREA
Departamento de Derecho Social
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STC, de 28 mayo 2015 (JUR 2015\142191)
Ponente: Excmo. Sr. D. Santiago Martínez-Vares García

El pasado 28 de mayo de 2015, en dos sentencias 
diferentes, el Pleno del Tribunal Constitucional declaró 
la inconstitucional y nulidad del Decreto-ley de Cataluña 
5/2012, de 18 de diciembre y de la Ley del Parlamento 
de Cataluña 4/2014, de 4 de abril, referentes al impuesto 
sobre los depósitos en las entidades de crédito.

En una primera sentencia (JUR 2015\142192), en la que 
fue ponente el magistrado don Andrés Ollero Tassara, se 
declaró inconstitucional y nulo el Decreto-ley 5/2012, de 
18 de diciembre, del impuesto sobre los depósitos en las 
entidades de crédito. Dicha sentencia se reafirma con el 
Gobierno, el cual alegó que dicho Decreto-ley catalán 
había desbordado los límites (formales y materiales) que 
el Estatuto de Autonomía de Cataluña (EAC)  impone al 
ejercicio de la potestad normativa excepcional. Aclara la 
sentencia, basándose en el art. 203.5 del EAC, que la 
Generalidad podrá establecer tributos propios “mediante 
ley del Parlamento”, y por lo tanto “la creación de tributos 
propios queda así vedada, no sólo al reglamento, sino 
también al Decreto-ley”. Concluye el TC que el Estatuto 
“impone un inequívoco límite material al Decreto-ley 
catalán, traducido en la imposibilidad de crear tributos 
propios mediante este instrumento normativo”. “No cabe 
duda de que, al establecer ex novo este impuesto propio, el 
Decreto-ley 5/2012 ha infringido la exigencia estatutaria 
de que la Generalidad cree tributos propios mediante ley 
del Parlamento”.

La segunda de las sentencias resuelve el recurso de 
inconstitucionalidad promovido por el Gobierno contra la 
Ley del Parlamento de Cataluña 4/2014, de 4 de abril, del 
impuesto sobre los depósitos en las entidades de crédito.

La demanda considera que la Ley 4/2014 infringe, 
entre otros, el art. 6.2 de la Ley de Financiación de las 
Comunidades Autónomas (LOFCA), ya que el impuesto 
creado por la norma catalana coincide con el estatal, 
regulado por el art. 19 de la Ley 16/2012, de 27 de 
diciembre y que su constitucionalidad ya ha sido avalada 
en sentencias anteriores.  

Una vez analizados los distintos elementos esenciales, 
del impuesto estatal y autonómico, el TC concluye que 
el impuesto autonómico “coincide, en sus elementos 
esenciales, con el homónimo estatal, incurriendo por tanto 
en la incompatibilidad que establece el art. 6.2 LOFCA. 
Hay coincidencia en el hecho imponible, la base imponible 
y los contribuyentes...” y por consiguiente se declara la 
inconstitucionalidad y nulidad de la Ley 4/2014, de 4 de 
abril.

Declarado inconstitucional el Impuesto de Cataluña sobre 
los Depósitos en las Entidades de Crédito
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RUBÉN ASENSIO VALENTÍN 
Departamento de Derecho Público
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Consulta Vinculante V1148/2015 de 13 de abril de 
2015, de la Dirección General de Tributos [JUR 2015, 
104396]

Se trata de la respuesta que da la Dirección General de 
Tributos (DGT) a la consulta planteada por un abogado 
y socio de una sociedad de responsabilidad limitada, 
cuyo objeto es la asesoría de empresas, y en la que el 
consultante presta servicios de abogacía, estando dado de 
alta en el RETA.

En tal respuesta se detalla la forma de tributar en los 
tres impuestos que se ven afectados por el ejercicio de 
una actividad económica: IRPF, IVA e IAE. Si entramos a 
desgranar el tratamiento que dan para cada uno de los 
impuestos referenciados, podemos concluir:

Respecto del IRPF, la consulta se centra en la tributación por 
la retribución correspondiente a los servicios prestados por 
el consultante a la sociedad, teniendo en cuenta la nueva 
redacción que del artículo 27 de la LIRPF, ha dado la Ley 
26/2014, de 27 de noviembre, vigente a partir de 1 de 
enero de 2015. El mismo no se refiere a las actividades 
que el socio vaya a realizar a título individual o al margen 
de la sociedad, sino a las actividades realizadas por el 
socio a favor de la sociedad o prestados por la sociedad 
por medio de sus socios. Tras la modificación, si se cumplen 
los requisitos relativos a la actividad, tanto de la Sociedad 
como del socio, los servicios prestados por el socio a la 
entidad, podrán calificarse en el IRPF como rendimientos 
de actividad económica si el consultante estuviera dado 
de alta en el régimen especial de la SS de trabajadores 
por cuenta propia, autónomos o mutualidad de previsión 
social alternativa al régimen especial, teniendo las 
retribuciones satisfechas por dichos servicios la naturaleza 
de rendimientos de actividades económicas. En el caso 
opuesto, la calificación de tales servicios, deberá ser de 
trabajo personal.

En lo que atañe al IVA, el requisito fundamental es la 
independencia con la que se desarrolla una determinada 
actividad económica. Esta calificación de independencia 
de la actividad a los efectos de su sujeción al IVA exige 
sopesar los indicios relativos a condiciones laborales, 
remuneración, integración o no del socio en la estructura 
organizativa de la sociedad y responsabilidad contractual 
de la actividad desarrollada por el socio frente a los clientes. 
Para finalizar, la relación se debe calificar como laboral, 
si en función de las condiciones acordadas entre el socio 
y la sociedad resulta que el profesional queda sometido 
a los criterios organizativos de aquélla, no percibe una 
contraprestación económica significativa ligada a los 
resultados de su actividad y es la sociedad la que responde 
frente a terceros, así los servicios prestados por el socio 
consultante a la sociedad estarían no sujetos en virtud de 
los dispuesto en el art. 7.5 de la Ley 37/1992, en caso 
contrario, la relación no se podría encuadrar dentro del 
citado artículo, por lo que las prestaciones de servicios 
efectuadas por el socio a la sociedad residente en el 
territorio de aplicación del IVA sí estarán sujetas.

Por último, para el IAE, debemos estar al caso concreto, 
considerando todas las circunstancias concurrentes en la 
prestación de los servicios del socio a la sociedad en cuyo 
capital participa, para determinar si se cumple el requisito 
de la ordenación por cuenta propia de los medios de 
producción y/o recursos humanos, que es lo que determina 
si estamos ante el ejercicio independiente de una actividad 
económica, produciéndose así la sujeción al IAE.

Tributación de los socios de las entidades dedicadas a la 
prestación de servicios profesionales

HENAR DEL OLMO BERZOSA
Departamento de Derecho Público
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EXTRACTOS

Contenido formalmente mínimo que debe contener una 
carta de despido por circunstancias objetivas para poder 
delimitar el ámbito del proceso de despido y evitar la 
indefensión del despedido

“... 1.- La aplicación de la doctrina expuesta al supuesto 
ahora enjuiciado, debe comportar entender que la 
comunicación escrita de despido objetivo no se ajusta a lo 
prevenido en el art. 53.1.a) del Estatuto de los Trabajadores 
, aplicable también a los despidos individuales derivados 

de un despido colectivo por imperativo del art. 124.11.I 
LRJS , ya que aquélla se limitaba a remitirse al contenido del 
acuerdo (que ni trascribía ni acompañaba) alcanzado entre 
la empresa y la representación legal de los trabajadores 
al finalizar el periodo de consultas (“ de acuerdo con lo 
expuesto en el acta de la reunión final con acuerdo entre la 
representación de la empresa y los trabajadores realizada 
el pasado día 22 de octubre de 2012” ), en el además 
simplemente se afirmaba en abstracto “ Que estudiado el 
expediente por los representantes de los trabajadores y 
analizadas las causas expuestas por la empresa causantes 
del mismo, se ha llegado a la conclusión del acuerdo 

Contenido formalmente mínimo que debe contener una carta de 
despido por circunstancias objetivas para poder delimitar el ámbito 

del proceso de despido y evitar la indefensión del despedido
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siguiente: ... “ , y se concluía, sin precisión y sin acompañar 
documentación alguna, que “ los motivos de esta decisión 
residen en que la Empresa se encuentra en una situación muy 
difícil y complicada, tanto económica como productiva. A 
tal punto que, nos obliga a amortizar su puesto de trabajo 
pasando sus funciones a ser desempeñadas por el resto de 
trabajadores de la empresa, ya que de nos ser así, no se 
podría garantizar la futura viabilidad de la misma, tal como 
se indica y prueba en la documentación correspondiente al 
Expediente de Regulación de Empleo presentado “.

2.- Tales afirmaciones son a todas luces genéricas y servirían 
para cualquier despido económico o productivo pues ni 
siquiera se hace una mínima referencia a los datos fácticos 
que constituyen el supuesto de hecho de la definición, 
conforme al citado art. 51.1.II y III ET , de las causas 
económicas (“ cuando de los resultados de la empresa se 
desprenda una situación económica negativa, en casos 
tales como la existencia de pérdidas actuales o previstas, o 
la disminución persistente de su nivel de ingresos o ventas. 
En todo caso, se entenderá que la disminución es persistente 
si se produce durante tres trimestres consecutivos “) o 
productivas (“ cuando se produzcan cambios, entre otros, 
en la demanda de los productos o servicios que la empresa 
pretende colocar en el mercado “) invocadas como causa 
de la decisión empresarial, sin que tal imprecisión pueda 
superarse por las referencias, igualmente abstractas, a “ 
situación muy difícil y complicada, tanto económica como 
productiva “ de la empresa, ni completarse judicialmente 
el contenido de la carta presumiendo que las causas eran 
conocidas por la trabajadora por el hecho de que existieron 
“ precedieron ERES suspensivos por iguales causas “ o 
dado que “ antes de otro ERE de un año antes la empresa 
hizo reunión con los trabajadores, incluida ella “ o de la 
afirmación consistente en que “la verdad nosotros veíamos 
que no había trabajo”, pues, como se ha adelantado, una 
cosa es determinar el contenido formalmente mínimo que 
debe contener una carta de despido por circunstancias 
objetivas para poder delimitar el ámbito del proceso de 
despido y evitar la indefensión del despedido y otra, 
totalmente distinta, es la de valorar las circunstancias 
concurrentes para concluir sobre la posible existencia 
y trascendencia de las causas objetivas alegadas pata 
proceder a la extinción contractual.

3.- Tampoco, por ser procesalmente rechazables, pueden 
considerarse como integradores de la carta de despido 
los que figuran en los hechos declarados probados de la 
sentencia de instancia, no alterados en suplicación, que se 
constituyeron como datos transcendentes para la decisión 
judicial de procedencia del despido adoptada a pesar 
de ser ajenos o complementarios a los hechos relatados 
en la comunicación de despido, como son los referentes 
a las reducciones de plantilla experimentadas por las 
sociedades codemandadas en los últimos años o por la 
concreta empleadora (HP 4º y 5º), ni los relativos a los 
datos económicos de las codemandadas en los años 2011 

y 2012 (balance, cuenta de pérdidas y ganancias, saldo 
patrimonial final, flujos de efectivo y cifra total del negocio), 
deducido de los documentos aportados por las demandas 
en el acto del juicio sin que se hubieran sintetizado los datos 
mínimos esenciales en la carta de despido ni se unieran a 
aquélla como parte integrante de la misma los documentos 
más trascendentes. ...”

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO .- El día 9 de enero de 2014 la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla- La Mancha, 
dictó sentencia en virtud del recurso de suplicación nº 
919/2013 interpuesto contra la sentencia del Juzgado 
de lo Social nº 1 de Cuenca, en los autos nº 117/2013, 
seguidos a instancia de Doña María Cristina contra las 
empresas “Solera Cavermon, S.A.” y “Portalámparas y 
Accesorios Solera, S.A.” sobre despido. La parte dispositiva 
de la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla- 
La Mancha, es del tenor literal siguiente: “ Desestimando 
el motivo de inadmisibilidad planteado por las recurridas 
y desestimando el recurso de suplicación formulado por 
Dª María Cristina contra la Sentencia de fecha 8 de mayo 
de 2013, dictada por el Juzgado de lo Social núm. 1 
de Cuenca , en autos 117 sobre despido, siendo parte 
recurrida Solera Cavermon, S.A. y Portalámparas y 
Accesorios Solera, S.A., confirmamos la referida Sentencia 
“.

SEGUNDO.- La sentencia de instancia, de fecha 8 de 
mayo de 2013, dictada por el Juzgado de lo Social nº 1 
de Cuenca , contenía los siguientes hechos probados: “ 
Primero.- La demandante Dª. María Cristina , con D.N.I. 
nº NUM000 , ha venido prestando sus servicios para la 
empresa codemandada ‘Solera Cavermon S.A.’, dedicada 
a la actividad de fabricación y suministro de lámparas y 
aparatos electrónicos de iluminación, en el centro de trabajo 
que la misma tiene en Cañete (Cuenca), con contrato de 
trabajo indefinido, jornada completa, antigüedad desde el 
1-2-77, categoría profesional de especialista y un salario 
diario de 67,37 euros, con inclusión de la parte proporcional 
de pagas extra. Segundo.- La empresa codemandada 
‘Solera Cavermón S.A.’ entregó a la trabajadora 
demandante el día 17-2-12 la carta de despido unida a 
la demanda, cuyo contenido se da por reproducido en lo 
no recogido, por la cual le comunicaba la extinción de su 
relación laboral al amparo de lo dispuesto en el artículo 
art. 51 del E.T , en virtud de expediente de regulación de 
empleo presentado ante la Consejería de Empleo ... de la 
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha con fecha 
15-11-12, que ha afectado a un total de 21 trabajadores, 
‘de acuerdo con lo expuesto en el acta de la reunión final 
con acuerdo entre la representación de la empresa y los 
trabajadores realizada el pasado día 22 de noviembre 
de 2012’, con efectos desde el día de la fecha, pero 
ofreciendo el abono del periodo de preaviso (15 días), así 
como una indemnización de 24.253,20 euros ‘según su 
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antigüedad del 1 de febrero de 1977 y salario diario de 
67,37 euros’, a razón de ‘23 días por año trabajado con 
un máximo de doce mensualidades’. Tercero.- Las empresas 
codemandadas ‘Solera Cavermon S.A.’ y ‘Portalámparas 
y Accesorios Solera S.A.’ forman parte de un grupo de 
empresas dedicadas a la misma actividad, la fabricación 
y suministro de lámparas y aparatos electrónicos de 
iluminación, las cuales se hallan bajo la misma dirección, 
organización y administración, ya que comparten socios 
y administradores, llevándose a cabo entre ellas una 
confusión de patrimonios dado que la primera tiene como 
principal cliente a la segunda, hasta el punto de que 
prácticamente toda su producción tiene como destinataria 
a la otra empresa codemandada, la cual además ha 
otorgado a favor de aquélla créditos de empresa que en el 
ejercicio 2012 duplican la cantidad del ejercicio anterior 
(1.378.495,40 y 768.946,83 euros respectivamente), si 
bien no ha habido entre ellas traspaso de trabajadores, 
salvo en alguna ocasión puntual por razón de necesidad. 
Cuarto.- Las dos empresas codemandadas vienen realizado 
expedientes de regulación de empleo desde el año 2.008, 
unos de carácter temporal y otros de efectos extintivos de 
la relación laboral, a través de los cuales la plantilla de 
trabajadores de cada una de ellas se ha ido reduciendo 
progresivamente desde los 87,20 de media que tenía ese 
año la empresa ‘Solera Cavermon S.A.’ a los 38,58 que 
quedan en el presente año, y de los 202,98 de media 
que tenía ese año la empresa ‘Portalámparas y Accesorios 
Solera S.A.’ a los 89,62 que quedan en el presente año. 
Quinto.- La empresa codemandada ‘Solera Cavermon 
S.A.’ presentaba en la fecha del expediente de regulación 
de empleo de que trae causa el despido de la trabajadora 
demandante, con posterioridad ha llevado a cabo otro 
con fecha 25- 3-13, también de carácter extintivo, que ha 
afectado a otros 11 trabajadores, la siguiente situación 
económica: - Según balance: A 31-12-11 arroja un 
resultado de 1.882.651,37 euros, en tanto que a 31-12-
12 arroja un resultado de 1.337.677,62 euros. - Según 
la cuenta de pérdidas y ganancias: A 31-12-11 arroja un 
resultado de - 234.041,15 euros, en tanto que a 31-12-12 
arroja un resultado de - 534.085 euros. - Saldo patrimonial 
final: A 31-12-10 era de 1.895.753,14 euros, en tanto 
que a 31-12-11 era de 1.666.444,98 euros y a 31-12-12 
era de 1.132,358,99 euros. - Los flujos de efectivo: A 31-
12-11 arrojaba la cantidad de 36.304,26 euros, en tanto 
que a 31-12-12 la cifra era de - 76.680,82 euros. - La 
cifra total de negocio: A 31-12-11 era de 1.500.000 euros 
y a 31-12-12 era de 1.299.000 euros. Por su parte la 
otra empresa codemandada ‘Portalámparas y Accesorios 
Solera S.A.’ presentaba en la fecha del expediente de 
regulación de empleo de que trae causa el despido de la 
trabajadora demandante, la siguiente situación económica: 
- Según balance: A 31-12-11 arroja un resultado de 
17.564.466,32 euros, en tanto que a 31-12-12 arroja 
un resultado de 15.877.061,16 euros. - Según la cuenta 
de pérdidas y ganancias: A 31-12-11 arroja un resultado 

de - 1.688.939,85 euros, en tanto que a 31-12-12 arroja 
un resultado de - 1.786.939,85 euros. - Saldo patrimonial 
final: A 31-12-10 era de 16.631.293,90 euros, en tanto 
que a 31-12-11 era de 14.942.862,04 euros y a 31-12-
12 era de 13.155.922,19 euros. - Los flujos de efectivo: A 
31-12-11 arrojaba la cantidad de - 1.097.049,94 euros, 
en tanto que a 31- 12-12 la cifra era de - 980.612,87 
euros. - La cifra total de negocio: A 31-12-11 era de 
12.361.239,76 euros y a 31-12-12 era de 10.957.786,66 
euros. Sexto.- El expediente de regulación de empleo 
de fecha 17-12-12, del que trae causa el despido de la 
trabajadora demandante, se ha tramitado con arreglo a 
lo establecido en el art. 51 del ET , habiéndose practicado 
las notificaciones exigidas, tanto a los representantes de 
los trabajadores como a la autoridad laboral, desarrollado 
dos reuniones con aquéllos, a los que se entregó copia de 
la documentación justificativa de la situación económica 
de la empresa alegada como causa del mismo, reuniones 
que concluyeron con acuerdo, notificado tanto a los 
representantes de los trabajadores como a la autoridad 
laboral, que emitió el correspondiente informe, seguido de 
las pertinentes cartas de despido, cuyo contenido coincide, 
en el caso de la trabajadora demandante, con el contenido 
del acuerdo alcanzado por la empresa y los representantes 
de los trabajadores. Séptimo.- La trabajadora demandante 
no ostentaba la condición de representante de los 
trabajadores ni en el momento del despido ni en el año 
anterior al mismo. Octavo.- Con fecha 4-2-13 se celebró 
ante el UMAC acto de conciliación entre la trabajadora 
demandante y las mercantiles codemandadas, que finalizó 
sin acuerdo “.

El fallo de dicha sentencia es del tenor literal siguiente: “ 
Que debo desestimar y desestimo la demanda presentada 
por Dª. María Cristina , asistida por el Letrado D. Julio Javier 
Solera Carnicero, contra las empresas ‘Solera Cavermon 
S.A.’ y ‘Portalámparas y Accesorios Solera S.A’, asistidas 
por el Letrado D. Fernando Benloch, y en consecuencia 
debo declarar y declaro procedente la medida extintiva del 
contrato de trabajo que vincula a ambas partes, con efectos 
desde el día 17-12-12, consolidando la demandante la 
indemnización establecida en su carta de despido, sin 
costas procesales “.

TERCERO.- Por el Letrado Don Julio Javier Solera Carnicero, 
en nombre y representación de Doña María Cristina 
, formuló recurso de casación para la unificación de 
doctrina, en el que: PRIMERO.- Se alega como sentencia 
contradictoria con la recurrida la dictada por la Sala de 
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Castilla- León, 
sede de Burgos, de fecha 5-julio-2012 (rcud 421/2012 
). SEGUNDO.- Al amparo de lo previsto en el art. 219.1 
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS ) por 
infracción del art. 53.1.a), en relación con el art. 52.c ) y 
51.2 y 4, todos ellos del Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo , por el que se aprueba la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores (ET).
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CUARTO.- Por providencia de esta Sala de 3 de noviembre 
de 2014, se admitió a trámite el presente recurso y por 
diligencia de ordenación de la misma fecha se dio traslado 
del mismo a la parte recurrida, las empresas “Solera 
Cavermon, S.A.” y “Portalámparas y Accesorios Solera, 
S.A.”, representadas por la Procuradora Doña Isabel 
Ramos Cervantes, para que formalizara su impugnación 
en el plazo de quince días.

QUINTO.- Evacuado el traslado de impugnación por la 
parte recurrida, pasaron las actuaciones al Ministerio Fiscal 
para que emitiera informe, dictaminando en el sentido de 
considerar improcedente el recurso, e instruido el Excmo. 
Sr. Magistrado Ponente, se declararon conclusos los autos, 
señalándose para la votación y fallo el día 6 de mayo 
actual, en cuya fecha tuvo lugar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- 1.- La cuestión que se plantea en el presente 
recurso de casación unificadora consiste en determinar 
el contenido formalmente mínimo que debe contener una 
carta de despido por circunstancias objetivas para poder 
delimitar el ámbito del proceso de despido y evitar la 
indefensión del despedido; en concreto, si es o no suficiente 
a tales fines la referencia general a la situación económica 
y/o productiva empresarial sin adición de posibles datos 
adjuntos complementando lo anterior.

2.- La sentencia ahora recurrida ( STSJ/ Castilla-La 
Mancha 9-enero-2014 -rollo 919/2013 ), 
confirmando la sentencia de instancia 
(JS/Cuenca nº 1 de fecha 8- mayo-
2103 -autos 117/2013), da una 
respuesta positiva sobre la suficiencia 
de la comunicación escrita en la que se 
afirmaba, en esencia, sobre el motivo 
extintivo, que se procedía a la extinción 
de su contrato “ de acuerdo con lo expuesto 
en el acta de la reunión final con acuerdo 
entre la representación de la empresa y los 
trabajadores realizada el pasado día 22 de 
octubre de 2012 “ y que “ los motivos de esta 
decisión residen en que la Empresa se encuentra 
en una situación muy difícil y complicada, tanto 
económica como productiva. A tal punto que, 
nos obliga a amortizar su puesto de trabajo 
pasando sus funciones a ser desempeñadas por 
el resto de trabajadores de la empresa, ya que de 

nos ser así, no se podría garantizar la futura viabilidad de 
la misma, tal como se indica y prueba en la documentación 
correspondiente al Expediente de Regulación de Empleo 
presentado “ (HP 2º en relación con la carta de despido 
a la se hace referencia); y en el acta final del periodo de 
consultas con acuerdo, al que se remite, consta únicamente 
el acuerdo alcanzado, tras un encabezamiento genérico en 
que se afirma “ Que estudiado el expediente por los 
representantes de los trabajadores y analizadas 
las causas expuestas por la empresa causantes 
del mismo, se ha llegado a la conclusión del 
acuerdo siguiente: ... “ (HP 6ª en relación 
folio 86).

3.- Para llegar a tal solución se 
argumenta por la Sala de suplicación 
que “” La recurrente aducía en la 
demanda y reitera en el recurso 
que la comunicación de despido 
se limitaba a decir “situación muy 
difícil y complicada, tanto económica 
como productiva”, sin dar un solo 
dato numérico que pudiera avalar tal 
situación “” y que “” Sin embargo, si bien 
es cierto que la comunicación (dada por 
reproducida en el hecho probado segundo) 
no da un solo dato numérico, también lo 
es que indica lo hace en virtud del 
ERE que identifica y en que ha 
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habido acuerdo con los representantes de los trabajadores, 
que precedieron ERES suspensivos por iguales causas y 
que, como se recoge en Fundamento Segundo, de lo que 
dijo la demandante resulta, que antes de otro ERE de un 
año antes la empresa hizo reunión con los trabajadores, 
incluida ella, que sabe precedió a su despido el ERE del que 
trae causa y lo que aduce es que ignora el criterio utilizado 

para seleccionarla a ella y que el representante de 
los trabajadores dijo -según literalmente indica 

la Juzgadora en ese Fundamento- “la verdad 
nosotros veíamos que no había trabajo”. 

En definitiva había conocimiento de la 
situación de la empresa por parte de 
la trabajadora y ha podido articular 
adecuadamente su demanda de 
impugnación del despido y también el 
recurso, siendo la aportación por las 
demandadas en el acto del juicio de 
la documental que aportó SOLERA a 
este ERE y en particular los balances y 
memoria, cumplimiento de la carga de 
la prueba de la situación económica y 
productiva que adujo aunque sin cifras 
o datos en la comunicación de despido 
y la aportación de la documentación 
relativa a la otra empresa, respuesta a 
la alegación que si se hacía ya en la 

demanda de grupo y necesidad 
de acreditar la situación del 

mismo “”.

4.- La sentencia invocada como de contraste ( STSJ/Castilla 
y León, sede de Burgos, 5-julio-2012 -rollo 421/2012 ), 
entiende, por el contrario, insuficiente a los fines expuestos 
una carta de despido objetivo ex art. 52.c) ET en la que 
se afirmaba que “ Las causas que concurren son de índole 
económica y productiva: De los resultados de la entidad se 
desprende una situación económica negativa concretada en 
la persistente disminución de ingresos y aplazamientos, por 
parte de los clientes de los pagos de trabajos realizados, 
que afecta a la capacidad de mantener el empleo en esta 
empresa y que podría afectar a su viabilidad. La referida 
disminución de ingresos trae causa de la disminución 
de pedidos de nuestros clientes por la actual situación 
económica. A ello hay que añadir el incremento de pagos 
debido a una inspección fiscal que se ha saldado con una 
deuda de 85.970,93 €. Lo que significa que en el ejercicio 
2011 la liquidez de esta entidad ha disminuido en 
85.970.93 €, que afecta a la capacidad de la empresa de 
mantener el volumen de empleo “ (HP 2º). Para llegar a tal 
solución, y tras invocación de la jurisprudencia de esta Sala 
de casación, concluye, en esencia, la Sala de suplicación 
que “” Examinado el contenido de la carta entregada a 
la trabajadora ... A nuestro parecer, la expresión de las 
causas mencionadas incurren en un defecto de generalidad 
evidente ... En primer lugar, la expresión “como Vd. 
ya sabe” da por hecho el conocimiento por parte de la 
trabajadora de las circunstancias relativas a la llevanza 
empresarial y seguimiento del negocio, lo que excede con 
mucho de las funciones de ayudante de camarera que 
aquélla desempeña “”, que “” A continuación, la misiva 

reza que la situación de crisis generalizada 
ha influido de forma negativa en la 
empresa, provocando que la venta al 
detalle haya descendido a niveles que 
la entidad califica como “preocupantes”, 
arrastrando a la misma a la falta de 
liquidez y a la generación de pérdidas. 
Si bien es cierto que no se exige una 
absoluta pormenorización de los hechos, 
si se requiere un relato suficiente de los 
mismos, vetándose la invocación de causas 
genéricas, que no son otras que las relatadas 
con anterioridad. La carta no ofrece ni 
un mínimo dato que permita conocer a la 
trabajadora a qué grado asciende el nivel de 
descenso de ventas, ni de la falta de liquidez, 
ni de las pérdidas operadas, datos en poder 
del empresario que sí han sido puestos en 
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conocimiento de la Juzgadora a quo para acreditar la 
razonabilidad de la decisión extintiva. Ni tan siquiera se 
puso a disposición de la trabajadora, la documentación 
acreditativa de los datos anteriormente expuestos, a efectos 
de su posible revisión, aún cuando tal posibilidad comporte 
una carga adicional para aquélla que no está obligada a 
cumplir, máxime cuando, como dijimos, la finalidad de la 
comunicación no es otra que proporcionar al empleado la 
información necesaria para que conozca con la suficiente 
integridad, las causas a las que responde la decisión 
empresarial “”, concluyendo que “” Todo ello conlleva 
a la estimación del motivo interpuesto, por infracción 
de lo dispuesto en el Art. 53.1 a) ET , declarándose la 
improcedencia del despido operado ... “”.

5.- Concurre el requisito o presupuesto de contradicción de 
sentencias exigido en el art. 219.1 LRJS para viabilizar el 
recurso de casación unificadora, -- pues incluso “ a fortiori 
“ es más completo el contenido de la carta de despido 
analizada en la sentencia de contraste --, dado que el objeto 
del presente recurso consiste en determinar el contenido 
formalmente mínimo que debe contener una carta de 
despido por circunstancias objetivas para poder delimitar 
el ámbito del proceso de despido y evitar la indefensión 
del despedido, sin necesidad de entrar a valorar la posible 
existencia y trascendencia de tales hechos relatados, para 
lo que debe exclusivamente interpretarse, en cualquier caso, 
el art. 53.1.a) ET (“ Comunicación escrita al trabajador 
expresando la causa “) en relación con los arts. 120, 
122.3 y 105 (corresponderá al demandado “ la carga de 
probar la veracidad de los hechos imputados en la carta de 
despido como justificativos del mismo “ y “ no se le admitirán 
en el juicio otros motivos de oposición a la demanda que 
los contenidos en la comunicación escrita de dicho despido 
“) LRJS, puesto que incluso si el despido individual deriva 
de un despido colectivo no existe tampoco norma alguna 
especial o regla específica sobre el contenido de dicha carta 
de despido, como se deduce claramente del art. 124.13 
LRJS con independencia de que se hubiera ( art. 124.13.b “ 
Cuando el despido colectivo haya sido impugnado a través 
del procedimiento regulado en los apartados anteriores de 
este artículo, serán de aplicación las siguientes reglas: ... 
“) o no ( art. 124.13.a LRJS “ Cuando el despido colectivo 
no haya sido impugnado a través del procedimiento 
regulado en los apartados anteriores, serán de aplicación 
al proceso individual de despido las siguientes reglas 
específicas: ... “) impugnado el despido colectivo del que 
traiga causa el despido individual; y salvo la que pudiera 
derivarse indirectamente de la delimitación del objeto del 
proceso individual por imposibilidad de plantear en el 
mismo cuestiones ya juzgadas, en su caso, en el proceso 
colectivo (“ cosa juzgada “ ex art. 124.13.b.2º LRJS ), lo 
que no afecta al supuesto ahora enjuiciado en el que no 
ha existido un previo proceso de impugnación de despido 
colectivo ex art. 124.1 a 12 LRJS .

6.- Procede, por tanto, entrar a conocer de la infracción 
jurídica denunciada por la trabajadora recurrente, que la 
centra en el art. 53.1.a) ET .

SEGUNDO.- Como normas jurídicas esenciales a tener en 
cuenta para la solución de la cuestión planteada, deben 
destacarse, entre otras, las siguientes:

a) Sobre la forma y efectos de la extinción del contrato 
por causas objetivas ex art. 52.c) ET , -- que se remite 
directamente para la definición y concurrencia de las 
causas al art. 51.1 ET (despido colectivo) --, se exige como 
primer requisito formal la existencia de “ Comunicación 
escrita al trabajador expresando la causa “ ( art. 53.1.a ET 
), generando actualmente su incumplimiento la declaración 
judicial de improcedencia del despido objetivo efectuado 
( art. 53.4.IV ET : “ La decisión extintiva se considerará 
procedente siempre que se acredite la concurrencia de 
la causa en que se fundamentó la decisión extintiva y 
se hubieren cumplido los requisitos establecidos en el 
apartado 1 de este artículo. En otro caso se considerará 
improcedente “).

b) Sobre la carga de la prueba de los hechos (motivos o 
causas) del despido y la delimitación del objeto del proceso 
de despido en relación directa con la carta de despido, 
tanto en los despidos disciplinarios, como en los despidos 
objetivos, deriven o no de un previo despido colectivo, 
impugnado o no jurisdiccionalmente este último, el art. 
105 LRJS relativo al despido disciplinario, pero aplicable 
también al despido objetivo singular o plural ( art. 120 
LRJS : “ Los procesos derivados de la extinción del contrato 
de trabajo por causas objetivas, se ajustarán a las normas 
contenidas en el Capítulo relativo a los procesos por 
despidos y sanciones sin perjuicio de las especialidades que 
se enuncian en los artículos siguientes” ) y a los despidos 
derivados de despidos colectivos ( art. 124.11.I LRJS : “ 
Cuando el objeto del proceso sea la impugnación individual 
de la extinción del contrato de trabajo ante el Juzgado de 
lo Social, se estará a lo previsto en los artículos 120 a 
123 de esta Ley , con las siguientes especialidades: ... “), 
establece que “ corresponderá al demandado ... la carga 
de probar la veracidad de los hechos imputados en la carta 
de despido como justificativos del mismo “ ( art. 105.1 
LRJS ) y que “ Para justificar el despido, al demandado no 
se le admitirán en el juicio otros motivos de oposición a la 
demanda que los contenidos en la comunicación escrita de 
dicho despido “ ( art. 105.2 LRJS ); y

c) Sobre la necesidad de acreditarse las causas por el 
empresario en los despidos colectivos y, en su caso, en 
los individuales derivados de aquéllos cuando no exista 
vinculación a la cosa juzgada por haberse suscitado y 
resuelto la cuestión en la impugnación del despido colectivo 
( art. 124 LRJS ), incluso cuando aquél ha finalizado 
con acuerdo, -- a diferencia de lo que acontece cuando 
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la empresa acuerde modificaciones sustanciales de las 
condiciones de trabajo de carácter colectivo cuando existan 
probadas razones económicas, técnicas, organizativas o 
de producción ( art. 41.4 ET : “ Cuando el período de 
consultas finalice con acuerdo se presumirá que concurren 
las causas justificativas a que alude el apartado 1 y solo 
podrá ser impugnado ante la jurisdicción competente por 
la existencia de fraude, dolo, coacción o abuso de derecho 
en su conclusión “) --, es dable, citar, entre otros, los arts. 
105.1 , 120 , 122 y 124.11 y 13 LRJS .

TERCERO.- En interpretación del art. 53.1.a) ET , en sus 
esenciales extremos, afectantes especialmente al contenido 
mínimo de la comunicación escrita de despido y la 
trascendencia de su exigencia, es reiterada la jurisprudencia 
de esta Sala, declarativa de que:

a) Los requisitos que haya de expresar la comunicación 
escrita al trabajador y la expresión de la “ causa “ 
“””indudablemente han de ser los mismos que se exigen 
para el despido disciplinario debiéndose entender 
que la expresión «causa» en este precepto utilizada es 
equivalente a «hechos» a los que se refiere el art. 55, una 
y otra determinantes, en definitiva, de la garantía que la 
Ley otorga al trabajador para que si impugna el despido 

lo haga con conocimiento de los «hechos» que se le 
imputan a fin de preparar su defensa como reiteradamente 
ha mantenido esta Sala, lo que obliga a exigir que el 
contenido de la carta o comunicación sea inequívoco, es 
decir, suficientemente claro y expresivo, para evitar toda 
duda o incertidumbre en cuanto a las imputaciones de la 
empresa” “” ( sentencia de 3-noviembre-1982 en interés 
de ley, lo que se reitera en la sentencia de 7-julio-1986 en 
interés de ley), resolviéndose que examinada comunicación 
escrita “”” no cumple el requisito del artículo 53.1.a) ET 
, es decir de expresión en la comunicación de la causa, 
que equivale a expresión concreta de los hechos que la 
constituyen en términos similares a los requeridos por el 
artículo 55.1 del mismo cuerpo legal “”” ( sentencia de 
10-marzo-1987 en interés de ley);

b) En interpretación del art. 55 ET , en el que se establece 
que « el despido deberá ser notificado por escrito al 
trabajador, habiendo figurar los hechos que lo motivan y 
la fecha en que tendrá efectos », se declara por nuestra 
jurisprudencia que esta exigencia “”” aunque no se impone 
una pormenorizada descripción de aquéllos, sí exige que 
la comunicación escrita proporcione al trabajador un 
conocimiento claro, suficiente e inequívoco de los hechos 
que se le imputan para que, comprendiendo sin dudas 
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racionales el alcance de aquéllos, pueda impugnar la 
decisión empresarial y preparar los medios de prueba que 
juzgue convenientes para su defensa y esta finalidad no 
se cumple, según reiterada doctrina de la Sala -Sentencias 
de 17 diciembre 1985 , 11 marzo 1986 , 20 octubre 
1987 y 19 enero y 8 febrero 1988 -, cuando la aludida 
comunicación sólo contiene imputaciones genéricas e 
indeterminadas que perturban gravemente aquella defensa 
y atentan al principio de igualdad de partes al constituir, 
en definitiva, esa ambigüedad una posición de ventaja 
de la que puede prevalerse la empresa en su oposición a 
la demanda del trabajador “””, doctrina que se sintetiza 
en la STS/Social 3-octubre-1988 y se reafirma en las 
sentencias de fechas 22-octubre-1990 , 13-diciembre- 
1990 , 9-diciembre-1998 (recurso 590/1997 ) y la ulterior 
de fecha 21-mayo-2008 (recurso 528/2007 ), entre otras;

c) Aun sin haber entrado en el fondo del asunto por 
falta del requisito de contradicción, se ha resaltado por 
la jurisprudencia social, para distinguir las exigencias 
y trascendencia de las comunicaciones escritas en los 
despidos colectivos y en los despidos objetivos ex art. 52.c) 
ET , la importancia de la expresión de la “ causa “ en estos 
últimos, afirmando que “ El despido objetivo se lleva a 
cabo por decisión unilateral y exclusiva del empresario, sin 
que exista ningún control previo a ese acto extintivo sobre 
la concurrencia de las causas en que tal empresario basa 
ese despido; el control de la existencia o no de esas causas 
justificativas del mismo se lleva a cabo, después de que 
éste ha tenido lugar, mediante el proceso judicial iniciado 
por virtud de la demanda presentada por el trabajador 
cesado impugnando ese despido objetivo; de ahí que, 
para hacer posible la adecuada y correcta defensa jurídica 
de la pretensión impugnatoria del trabajador en ese 
proceso judicial, la Ley imponga como obligación esencial 
para la validez del despido objetivo que el empresario le 
comunique por escrito ese despido con expresión de sus 
causas “; aunque diferenciándolo entonces del despido 
colectivo al tratarse de un supuesto acaecido antes de la 
desaparición de la autorización administrativa recaída 
en expediente de regulación de empleo que en dichas 
fechas era de conocimiento por la jurisdicción contencioso- 
administrativa, pues entonces, a diferencia de lo que ahora 
acontece (citado art. 124.11 LRJS ), “ el art. 51 del ET que 
regula con detalle todos los trámites que se han de cumplir 
en los despidos colectivos, no exige ni establece que el 
empresario entregue al trabajador una comunicación 
escrita expresiva de las causas del despido, como en 
cambio sí exige el art. 53-1-a) para el despido objetivo “ ( 
STS/IV 20-octubre-2005 -rcud 4153/2004 ).

d) Respecto a la necesidad de comunicación clara escrita al 
trabajador expresando la causa, “” es doctrina reiterada de 
esta Sala /IV contenida entre otras, en la STS de 1-julio-2010 
(rcud. 3439/2009 ) que reproduce la de 30-marzo-2010 
(rcud. 1068/2009) que señala que: “El significado de la 
palabra “causa” en el contexto de la regulación de las 

causas del despido objetivo por necesidades de la empresa 
se refiere normalmente no al tipo genérico de causa de 
despido (por ejemplo, la reestructuración de la plantilla, el 
cambio en los productos o en los procesos de producción) o 
a la causa remota que genera las dificultades o situaciones 
negativas de la empresa en la que se produce el despido 
(por ejemplo, la crisis económica o las nuevas tecnologías) 
sino precisamente, como dice repetidamente el art. 51 
ET , a las concretas dificultades o situaciones económicas 
negativas de la empresa alegadas por el empresario para 
justificar su decisión extintiva. Son estas dificultades o 
situaciones económicas negativas las que constituyen, en 
terminología del art. 51 ET [al que, como ya se ha dicho, 
remite este aspecto de la regulación el art. 52 c) ET sobre 
el despido objetivo] las “causas motivadoras” ( art. 51.3 ET 
, art. 51.4 ET , art. 51.12 ET ) que pueden justificar el acto 
de despido. Por tanto, no es solamente una causa abstracta 
la que tiene que expresarse en la carta de despido, sino 
también la causa concreta y próxima motivadora de la 
decisión extintiva, que refleja la incidencia en la empresa 
de un determinado tipo de causa o de una posible causa 
remota. Así lo entendió tradicionalmente la jurisprudencia 
sobre causas de despido disciplinario ( STS 3-11-1982 ; 
STS 10-3-1987, Rº 1100/1986 ), y así lo ha entendido 
en general la doctrina científica en lo que concierne al 
despido objetivo por necesidades de la empresa” “”, y que 
“” Con arreglo a la anterior doctrina dicho razonamiento 
no queda invalidado por una supuesta virtualidad general 
de la vía del despido del art. 56.2 ET , resaltando que: 
“Este cauce especial está previsto en principio para el 
despido disciplinario y se extendería por remisión ... a las 
extinciones del contrato por causas objetivas reguladas en 
el art. 52 ET . Pero en lo que concierne particularmente a 
las extinciones objetivas por causas empresariales del art. 
52.c) ET la remisión no debe alcanzar a la supresión del 
requisito de forma escrita “expresando la causa” “” ( STS/
IV 2-junio-2014 -rcud 2534/2013 ).

e) En un caso singular se aceptó la suficiencia de la carta 
de despido, la que si bien se remitía al acuerdo alcanzado 
con las secciones sindicales dentro del marzo del 
despido colectivo, concurrían suficientemente acreditadas 
especiales circunstancias que “” permiten integrar el 
contenido de la carta de despido, en cuanto señala que: 
“Por las secciones sindicales se comunicó a la plantilla 
de la empresa la existencia de reuniones con la dirección 
desde 12.1.2012. La empresa informó a los trabajadores 
el 5.3.2012 de la presentación del ERE. Se les convocó 
a una reunión informativa para el 7.3.2012 y a una 
asamblea el 14.3.2012, el 15.3.2012 y el 16.3.2012. Se 
les informó sobre las condiciones del acuerdo suscrito en el 
ERE, que estaría a su disposición a través de las centrales 
sindicales. Se les convocó a una votación para el día 
16.3.2012 y se les informó del resultado. El 20.3.2012 
se les informó por la dirección de la firma del acuerdo. El 
23.3.2012 se informó de los modelos de comunicación 
de extinción del contrato. Se informó el 28.3.2012 de las 
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personas afectadas y de los efectos extintivos “” ( STS/IV 
2-junio-2014 -rcud 2534/2013 ).

f) También se ha entendido suficiente la carta si se integraba 
con la documentación que se acompañaba, interpretándose 
que “” En todo caso, atendiendo al criterio establecido en 
la sentencia anteriormente transcrita [ STS/IV 2-junio-2014 
], consideramos que el contenido de la carta de despido 
puede ser suficiente si se contextualiza. Si bien es cierto 
que la misma únicamente contiene las menciones a las 
que alude el recurrente (datos a todas luces escasos) no 
es menos cierto que su contenido ha de ser integrado con 
la documentación que se acompañaba a cada una de las 
cartas y que ... a la carta de despido se adjuntó en formato 
digital, relación definitiva de trabajadores afectados, el 
informe preceptivo emitido conjuntamente por la Dirección 
General de Presupuestos y Recursos Humanos de la 
Consejería de Economía y Hacienda y de la Dirección 
General de la Fundación Publica de la Consejería de 
Presidencia, Justicia y Portavocía del Gobierno de la CAM, 
las medidas sociales de acompañamiento, un plan de 
recolocación externa y las copias de las actas del periodo 
de consultas y “documentación fin del periodo de consultas 
“”” ( STS/IV 23-septiembre-2014 -rco 231/2013 ).

g) Finalmente, sobre la incidencia del acuerdo alcanzado 
en los despidos colectivos sobre la prueba de las 
causas invocadas por la empresa y/o aceptadas por 
la representación de los trabajadores, esta Sala ha 
destacado el valor reforzado de dicho acuerdo, señalando 
que “” Dicha doctrina se refleja, especialmente, en la 
STS/IV 25-junio-2014 (rco 165/2013 ) en la que se 
establece que “Antes de entrar en la consideración de 
este motivo, debemos llamar la atención sobre el hecho 
de que la decisión extintiva del empresario ... cuenta con 
la aceptación de una cualificada (más de dos tercios) 
mayoría de la representación social en la Comisión 
Negociadora de despido colectivo. La existencia de este 
acuerdo no significa ni que ello implique una presunción de 
que concurren las causas justificativas de los despidos, ni 
que la decisión empresarial de proceder a dichos despidos 
no pueda impugnarse sin tratar de invalidar previamente o, 
al menos, simultáneamente ... el acuerdo por fraude, dolo, 
coacción o abuso de derecho, puesto que tales previsiones 
-contenidas en el artículo 47.1 del ET respecto de las 
suspensiones de contratos de trabajo derivadas de causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción- no 
figuran ni en el art. 51 del ET ni en el art. 124 de la LRJS 
en relación con los despidos por las mismas causas. Ahora 
bien, sentado esto, no es menos cierto que el juzgador 
podrá tener en cuenta, a la hora de apreciar la efectiva 
concurrencia de las causas justificadoras de los despidos 
alegadas por la empresa, el hecho, muy significativo, de 
que los representantes de los trabajadores -en este caso, 
el 77% de los integrantes del banco social de la comisión 
negociadora- han considerado que, efectivamente, dichas 
causas justificadoras concurrían en el supuesto de autos” “” 

( STS/IV 24-febrero-2015 -rco 165/2014 ).

CUARTO.- 1.- La trascendencia de la determinación del 
contenido mínimo de la comunicación escrita empresarial 
en la que se procede a un despido con invocación de 
causas objetivas, estriba en la finalidad de evitar la 
indefensión del trabajador despedido que debe conocer 
de forma suficiente la “ causa “ del acuerdo empresarial de 
extinción para poder actuar en condiciones de igualdad en 
el proceso ( arts. 9.2 , 14 y 24.1 Constitución -CE ).

2.- Con tal propósito garantista, la normativa sustantiva y 
procesal constituye la referida “ causa “ como elemento 
delimitador del objeto probatorio del juicio de despido, 
puesto que “ para justificar el despido, al demandado no 
se le admitirán en el juicio otros motivos de oposición a la 
demanda que los contenidos en la comunicación escrita 
de dicho despido “ ( art. 120 en relación con art. 105.2 
antes LPL y ahora en los mismos preceptos LRJS) y de la 
carga probatoria del empresario al que le corresponde “ 
la carga de probar la veracidad de los hechos imputados 
en la carta de despido como justificativos del mismo “ ( art. 
120 en relación 105.1 antes LPL y ahora en los mismos 
preceptos LRJS) o, utilizando los términos de la normativa 
procesal civil, “ la carga de probar la certeza de los 
hechos de los que ordinariamente se desprenda, según 
las normas jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico 
“ correspondiente a su pretensión ( art. 217.2 de la 
supletoria Ley de Enjuiciamiento Civil -LEC ); derivadamente 
se configura como referencia, también, para fijar el 
concreto contenido de los hechos declarados probados 
de la sentencia ( art. 97.2 LPL y ahora el mismo precepto 
LRJS y art. 209.2ª LEC ) y como determinador del sentido 
del fallo, pues la procedencia, en su caso, de la decisión 
extintiva por causas objetivas solamente deberá efectuarse, 
como de forma expresa se establece legalmente, “ cuando 
el empresario, habiendo cumplido los requisitos formales 
exigibles, acredite la concurrencia de la causa legal 
indicada en la comunicación escrita “ ( art. 122.1 LPL y 
ahora el mismo precepto LRJS), comportando actualmente 
la declaración de improcedencia de la tal tipo de decisión 
extintiva “ cuando no se hubieren cumplido los requisitos 
establecidos en el apartado 1 del artículo 53 del Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores “ ( art. 
122.3 LRJS ).

3.- Cabe deducir en interpretación de la normativa 
expuesta, como también es dable entender resulta en 
sus esenciales extremos de la jurisprudencia social antes 
citada, entre otros extremos, que: a) la referencia a la “ 
causa “ como exigencia formal de la comunicación escrita 
en el despido objetivo ( art. 53.1.a ET ) es equivalente a 
la de los “ hechos que lo motivan “ en la carta de despido 
disciplinario ( art. 55.1 ET ); b) tanto en uno como en otro 
caso, para que pudiera llegar a declararse la procedencia 
del despido tales datos fácticos que han de tener reflejo, 
como regla básica, en la comunicación escrita, integrada, 
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en su caso, con la documentación acompañatoria y deben 
consistir en los hechos de los que ordinariamente se 
desprenda, según las normas jurídicas a ellos aplicables, 
el efecto jurídico correspondiente a la pretensión extintiva 
empresarial, y, en el supuesto de despido objetivo, los datos 
fácticos suficientes que configuran el concepto de causas 
“ económicas, técnicas, organizativas o de producción “ 
establecido en el art. 51.1.II y III ET al que también se 
remite el art. 52. c) ET ; c) única y exclusivamente los 
hechos contenidos en la comunicación escrita de despido 
podrán ser objeto de prueba en el correspondiente 
juicio, cuya carga de la prueba incumbe, como regla, 
al empresario, al que, además, no se le admitirán en el 
juicio otros motivos de oposición a la demanda que los 
contenidos en la comunicación escrita de dicho despido; d) 
debe existir interrelación entre los hechos/causas relatados 
en la carta de despido y, en su caso, con los hechos que 
resulten como probados en la sentencia, sin que sea dable 
para justificar el despido adicionar como acreditados 
datos fácticos trascendentes ajenos o complementarios 
a los hechos/causas relatados en la carta de despido y 
documentos acompañatorios, en su caso; e) la procedencia 
o improcedencia del despido solo podrá decretarse, 
tratándose de extinción objetiva, cuando cumplidos los 
requisitos formales se acreditare o no, con reflejo concreto 
en los hechos probados, la concurrencia de la causa legal 
indicada específicamente en la comunicación escrita; f) la 
comunicación escrita, tanto en el despido objetivo como en 
el disciplinario, para su validez formal debe proporcionar 
al trabajador un conocimiento claro, suficiente e inequívoco 
de los hechos que se le imputan o de las causas que se 
invocan como constitutivos del despido objetivo para que, 
comprendiendo sin dudas racionales el alcance de aquéllos, 
pueda impugnar la decisión empresarial y preparar los 
medios de prueba que juzgue convenientes para su defensa 
y que esta finalidad no se cumple cuando la aludida 
comunicación sólo contiene imputaciones o afirmaciones 
genéricas e indeterminadas que perturban gravemente 
aquella defensa y atentan al principio de igualdad de partes 
al constituir, en definitiva, esa ambigüedad una posición 
de ventaja de la que puede prevalerse la empresa en su 
oposición a la demanda del trabajador; y g) tratándose 
de despido objetivo en el supuesto de incumplimiento de 
“ las formalidades legales de la comunicación escrita, con 
mención de causa “ la consecuencia, actualmente, es la 
declaración de improcedencia del despido.

QUINTO.-1.- La aplicación de la doctrina expuesta al 
supuesto ahora enjuiciado, debe comportar entender que la 
comunicación escrita de despido objetivo no se ajusta a lo 
prevenido en el art. 53.1.a) del Estatuto de los Trabajadores 
, aplicable también a los despidos individuales derivados 
de un despido colectivo por imperativo del art. 124.11.I 
LRJS , ya que aquélla se limitaba a remitirse al contenido del 
acuerdo (que ni trascribía ni acompañaba) alcanzado entre 
la empresa y la representación legal de los trabajadores 
al finalizar el periodo de consultas (“ de acuerdo con lo 

expuesto en el acta de la reunión final con acuerdo entre la 
representación de la empresa y los trabajadores realizada 
el pasado día 22 de octubre de 2012” ), en el además 
simplemente se afirmaba en abstracto “ Que estudiado el 
expediente por los representantes de los trabajadores y 
analizadas las causas expuestas por la empresa causantes 
del mismo, se ha llegado a la conclusión del acuerdo 
siguiente: ... “ , y se concluía, sin precisión y sin acompañar 
documentación alguna, que “ los motivos de esta decisión 
residen en que la Empresa se encuentra en una situación muy 
difícil y complicada, tanto económica como productiva. A 
tal punto que, nos obliga a amortizar su puesto de trabajo 
pasando sus funciones a ser desempeñadas por el resto de 
trabajadores de la empresa, ya que de nos ser así, no se 
podría garantizar la futura viabilidad de la misma, tal como 
se indica y prueba en la documentación correspondiente al 
Expediente de Regulación de Empleo presentado “.

2.- Tales afirmaciones son a todas luces genéricas y servirían 
para cualquier despido económico o productivo pues ni 
siquiera se hace una mínima referencia a los datos fácticos 
que constituyen el supuesto de hecho de la definición, 
conforme al citado art. 51.1.II y III ET , de las causas 
económicas (“ cuando de los resultados de la empresa se 
desprenda una situación económica negativa, en casos 
tales como la existencia de pérdidas actuales o previstas, o 
la disminución persistente de su nivel de ingresos o ventas. 
En todo caso, se entenderá que la disminución es persistente 
si se produce durante tres trimestres consecutivos “) o 
productivas (“ cuando se produzcan cambios, entre otros, 
en la demanda de los productos o servicios que la empresa 
pretende colocar en el mercado “) invocadas como causa 
de la decisión empresarial, sin que tal imprecisión pueda 
superarse por las referencias, igualmente abstractas, a “ 
situación muy difícil y complicada, tanto económica como 
productiva “ de la empresa, ni completarse judicialmente 
el contenido de la carta presumiendo que las causas eran 
conocidas por la trabajadora por el hecho de que existieron 
“ precedieron ERES suspensivos por iguales causas “ o 
dado que “ antes de otro ERE de un año antes la empresa 
hizo reunión con los trabajadores, incluida ella “ o de la 
afirmación consistente en que “la verdad nosotros veíamos 
que no había trabajo”, pues, como se ha adelantado, una 
cosa es determinar el contenido formalmente mínimo que 
debe contener una carta de despido por circunstancias 
objetivas para poder delimitar el ámbito del proceso de 
despido y evitar la indefensión del despedido y otra, 
totalmente distinta, es la de valorar las circunstancias 
concurrentes para concluir sobre la posible existencia 
y trascendencia de las causas objetivas alegadas pata 
proceder a la extinción contractual.

3.- Tampoco, por ser procesalmente rechazables, pueden 
considerarse como integradores de la carta de despido 
los que figuran en los hechos declarados probados de la 
sentencia de instancia, no alterados en suplicación, que se 
constituyeron como datos transcendentes para la decisión 
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judicial de procedencia del despido adoptada a pesar 
de ser ajenos o complementarios a los hechos relatados 
en la comunicación de despido, como son los referentes 
a las reducciones de plantilla experimentadas por las 
sociedades codemandadas en los últimos años o por la 
concreta empleadora (HP 4º y 5º), ni los relativos a los 
datos económicos de las codemandadas en los años 2011 
y 2012 (balance, cuenta de pérdidas y ganancias, saldo 
patrimonial final, flujos de efectivo y cifra total del negocio), 
deducido de los documentos aportados por las demandas 
en el acto del juicio sin que se hubieran sintetizado los 
datos mínimos esenciales en la carta de despido ni se 
unieran a aquélla como parte integrante de la misma los 
documentos más trascendentes.

4.- En consecuencia, faltando en la comunicación escrita 
de despido objetivo impugnado los datos mínimos 
exigibles en la descripción de “ la causa “ que lo motiva 
para proporcionar a la trabajadora demandante, ahora 
recurrente, una información suficiente para articular su 
defensa frente al despido, procede entender infringido el 
art. 53.1.a) ET y estimar el recurso de casación para la 
unificación de doctrina interpuesto, casando y anulando 
la sentencia recurrida en este extremo impugnado 
(manteniendo la absolución de la codemandada 
“PORTALÁMPARAS Y ACCESORIOS SOLERA, S.A.”, al no 
cuestionarse en el presente recurso la problemática de la 
responsabilidad solidaria derivada del la existencia o no de 
grupo de empresas a los efectos laborales), y, resolviendo 
el debate planteado en suplicación, procede estimar en 
este concreto extremo el recurso de esta clase interpuesto 
por la trabajadora demandante, para, con revocación 
en parte de la sentencia de instancia, estimar en parte 
la demanda, declarando la improcedencia del despido 
efectuado por la codemandada “SOLERA CAVERMON, 
S.A.” a la trabajadora demandante con efectos desde el 
día 17-diciembre-2012, con condena a la citada empresa 
a que, en el plazo de cinco días desde la notificación de 
esta sentencia, opte por la readmisión de la trabajadora 
con abono de los salarios devengados desde el día 17-
12-2012 hasta que la readmisión tenga lugar o por 
indemnizarla en la suma resultante de aplicar lo dispuesto 
en el art. 56.1 ET y DT 5ª Ley 3/2012 , partiendo de la 
antigüedad de 01-02-1977 y de un salario de 67,37 €/
día, entendiéndose de no ejercitar la opción en plazo que 
procede lo primero. Sin costas ( art. 235.1 LRJS ).

Por lo expuesto, en nombre de S. M. El Rey y por la 
autoridad conferida por el pueblo español.

FALLAMOS

Estimamos en la forma expuesta el recurso de casación 
para la unificación de doctrina interpuesto por la 
trabajadora Doña María Cristina , contra la sentencia de 
fecha 9-enero-2014 (rollo 919/2013) dictada por la Sala 
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-

La Mancha en el recurso de suplicación interpuesto por la 
referida trabajadora recurrente contra la sentencia de fecha 
8-mayo-2103 (autos 117/2013) dictada por el Juzgado 
de lo Social nº 1 de Cuenca en autos seguidos a instancia 
de dicha demandante contra las empresas “SOLERA 
CAVERMON, S.A.” y “PORTALÁMPARAS Y ACCESORIOS 
SOLERA, S.A.”. Casamos y anulamos la sentencia recurrida 
en el extremo impugnado, manteniendo la absolución de 
la codemandada “PORTALÁMPARAS Y ACCESORIOS 
SOLERA, S.A.”, y, resolviendo el debate planteado en 
suplicación, procede estimar en este concreto extremo 
el recurso de esta clase interpuesto por la trabajadora 
demandante, para, con revocación en parte de la sentencia 
de instancia, estimar en parte la demanda, declarando la 
improcedencia del despido efectuado por la codemandada 
“SOLERA CAVERMON, S.A.” a la trabajadora demandante 
con efectos desde el día 17-diciembre- 2012, con condena 
a la citada empresa a que, en el plazo de cinco días desde 
la notificación de esta sentencia, opte por la readmisión 
de la trabajadora con abono de los salarios devengados 
desde el día 17-12-2012 hasta que la readmisión tenga 
lugar o por indemnizarla en la suma resultante de aplicar lo 
dispuesto en el art. 56.1 ET y DT 5ª Ley 3/2012 , partiendo 
de la antigüedad de 01-02-1977 y de un salario de 67,37 
€/día, entendiéndose de no ejercitar la opción en plazo 
que procede lo primero. Sin costas.

Devuélvanse las actuaciones a la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla- La Mancha ,con la 
certificación y comunicación de esta resolución.

Así por esta nuestra sentencia, que se insertará en la 
COLECCIÓN LEGISLATIVA, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.

PUBLICACIÓN.- En el mismo día de la fecha fue leída 
y publicada la anterior sentencia por el Excmo. Sr. 
Magistrado D. Fernando Salinas Molina hallándose 
celebrando Audiencia Pública la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo, de lo que como Secretario de la misma, 
certifico.

FERNANDO LÓPEZ MOLINA
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LABORAL Nº40 JULIO 2015

ESPACIO
CULTURAL

Durante este trimestre muchas y variadas son 
las actividades que el Colegio ha organizado 
y programado en colaboración con entidades 
culturales de la ciudad. A continuación una 
breve galería de imágenes de los momentos 
compartidos.

PARA TODOS

La renovación del convenio con el Museo Carmen Thyssen ha ofrecido grandes ventajas a los colegiados a la hora de 
visitar las colecciones permanentes e itinerantes. En la imagen Juan Fernandez, Rafael Pozo y Javier Ferrer.

Mujer, Cine y Literatura fue otra de las experiencias que pudimos vivir durante las actividades del MAF que preceden 
al Festival de Cine Español  de Málaga. 

LOS GUSTOS

Renovación 
del convenio 
con Museo 
Carmen 
Thyssen

Mujer, Cine 
y Literatura



5959

REVISTA DEL COLEGIO OFICIAL DE GRADUADOS SOCIALES DE MÁLAGA Y MELILLA 

ESPACIO
CULTURAL

La Noche en Blanco llenó en salón de actos colegial con dos actividades “La Mar de Sonrisas” y “La Mar y sus Mujeres” 

Aquí vemos a los integrantes de Teatro Lírico Andaluz dramatizando las obras Petición de mano, y El Oso de André Chéjov

Alfredo Arrebola era el artista invitado de esta velada flamenca y poética  que tuvo lugar el 28 de mayo.

Teatro Lírico 
Andaluz

La Noche 
en Blanco

Velada 
Flamenca
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IMÁGENES DE “PUNTO DE ENCUENTRO”DIFUSIÓN
MEDIÁTICA
EL COLEGIO EN LOS MEDIOS

Alfonso Urbano y Juan Fernández durante las intervenciones en el programa ‘Gabinete Profesional de 
Graduados Sociales’

12-05-2015 05-05-2015CADENA COPE CADENA COPE
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Alfonso Urbano respondiendo en directo a las preguntas del chat de la opiniondemalaga.es

José Almirón junto a los invitados en el plató de Onda Azul Televisión

26-05-2015 LA OPINIÓN

ONDA AZUL TV 
PUNTO DE ENCUENTRO

20-06-2015

DIFUSIÓN MEDIÁTICA
EL COLEGIO EN LOS MEDIOS
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DIFUSIÓN MEDIÁTICA
EL COLEGIO EN LOS MEDIOS

18-04-2015 LA OPINIÓN
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DIFUSIÓN MEDIÁTICA
EL COLEGIO EN LOS MEDIOS

27-04-2015 LA OPINIÓN

25-06-2015 LA OPINIÓN
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DIFUSIÓN MEDIÁTICA
EL COLEGIO EN LOS MEDIOS

24-05-2015 LA MIRILLA
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